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Señores Representantes Gustavo Bernini (Presidente) y Ana Lía Piñeyrúa 
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Señores Representantes Alfredo Asti, José Carlos Cardoso, Jorge Gandini, 
Gonzalo Mujica, Susana Pereyra, lván Posada, Alejandro Sánchez y 
Richard Sander. 


Señores Representantes Pablo D. Abdala y Carlos Gamou. 
Señor Representante Daniel Aquino. 


Por el Banco de la República Oriental del Uruguay, economista Fernando 
Calloia, Presidente; licenciado Daniel García, Gerente General; doctor 
Roberto Borrelli, Secretario General; licenciado Carlos Souto, Gerente de 
Banca Persona; señor Eduardo Barbot, Gerente de Red Comercial; analista 
de sistemas Miguel Galán, Gerente de Crédito Social; y economista Luis 
Murias, Gerente de República Microfinanzas. 


Por la Asociación Nacional de Afiliados (ANDA), señor Washington Almada, 
Presidente; señora Cecilia Casanova, Secretaria del Consejo 
Administrativo; y doctor Hugo Speranza y contador Ariel Szmajser, 
asesores. 


Por la Asociación de Bancos Privados del Uruguay, economista Julio de 
Brun, Director Ejecutivo. 


Asesora Ministerio de Economía y Finanzas, economista Florencia López. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación del Banco de la 
República del Uruguay, integrada por su Presidente, economista Fernando Calloia; el 
Gerente General, licenciado Daniel García; el Secretario General, doctor Roberto Borrelli; 
el Gerente de Banca Persona, licenciado Carlos Souto; el Gerente de Red Comercial, 
señor Eduardo Barbot; el Gerente de Crédito Social, analista de sistemas Miguel Galán, y 
el Gerente de República Microfinanzas, economista Luis Murias. 


Agradecemos su presencia y la disposición para acudir -que siempre tienen-, una 
vez que son invitados por la Comisión. 


Está presente la economista Florencia López, asesora del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Está en el orden del día el proyecto de ley relativo al acceso de la población a 
servicios financieros y promoción del uso de medios de pago electrónicos, iniciativa que 
ya estamos tratando. Seguramente, han recibido las versiones taquigráficas de las 
distintas sesiones de la Comisión. 


Para nosotros, es un placer que estén aquí. Además, es muy importante que nos 
den la visión del Banco País, de un banco del Estado con fuerte inserción en el mercado. 
A partir de esta regulación en materia de las cuentas nómina, los créditos nómina, 
etcétera, y de los contenidos que tiene este proyecto de ley, nos importa, y mucho, la 
visión que tiene el Banco de la República del Uruguay. 


SEÑOR CALLOIA.- Agradezco la invitación que se hace al Banco de la República 
del Uruguay para hacer los comentarios con respecto a este importante proyecto de ley 
de inclusión financiera. Vine acompañado por los titulares de las gerencias que tienen 
directa relación con esta temática para resolver cualquier duda que tengan los señores 
Diputados al respecto. 


Voy a hacer algunos comentarios con relación a esta iniciativa. 


En primer lugar, los objetivos y los principales contenidos de este proyecto de ley de 
inclusión financiera son apoyados por el Banco de la República. Algunos señores 
Diputados aquí presentes saben que desde hace bastantes años venimos insistiendo, 
como Banco de la República Oriental del Uruguay, en la necesidad de avanzar en la 
inclusión financiera, como una estrategia dirigida a la inclusión social. Entonces, vemos 
con optimismo esta iniciativa. 


En segundo término, compartimos, en general, los objetivos que persigue el 
proyecto de ley, que básicamente podemos resumir en un acceso universal a cuentas 
bancarias y a instrumentos de dinero de electrónico en forma gratuita, en un acceso a un 
conjunto de servicios básicos sin costo para los beneficiarios, en la interoperabilidad de 
las redes de cajeros, en un funcionamiento integral de las transferencias interbancarias, 
en hacer más eficiente el sistema de pagos, en estimular una conducta de ahorro de la 
población, en la rebaja del IVA en algunas transacciones, tratando de desestimular el uso 
del efectivo. Todos estos son valores que compartimos y sobre los que también 
estuvimos trabajando en los últimos años. 


Después, vienen los contenidos específicos del proyecto de ley. Diría que el 
principal, el más importante, es el pago de salarios, honorarios profesionales, pasividades 
y beneficios sociales en cuentas bancarias o en instrumentos de dinero electrónico. Creo 
que ahí se concentra una parte importante de los objetivos del proyecto de ley. Se 
regulan las características básicas y los requisitos mínimos que deberán cumplir las 
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cuentas bancarias que se van a usar a estos fines. Se define un nuevo instrumento, 
denominado "crédito de nómina", que tiene por objetivo facilitar y mejorar las condiciones 
de acceso al financiamiento por parte de trabajadores y pasivos. Se establecen 
restricciones al uso de efectivo. Se prohíbe las ventas cruzadas de productos financieros 
y no financieros. Se establece la posibilidad de dar de baja los débitos, en cualquier 
momento, previos al vencimiento de ese débito, la obligatoriedad de ofrecer a los clientes 
bancarios servicios de transferencias interbancarias a precios regulados por el Poder 
Ejecutivo, reglas que aseguren la interoperabilidad de las redes y cuentas simplificadas, y 
exoneración de IVA para las Pyme. 


O sea, tanto los objetivos como los principales contenidos del proyecto de ley son 
totalmente compartidos por el Banco de la República, y no solamente compartidos, sino 
que muchos de ellos han sido iniciativas del Banco durante muchos años, tratando de 
profundizar el proceso de inclusión financiera. 


Mencionaré algunos aspectos introductorios para que se sepa dónde está ubicado el 
Banco de la República hoy y cuál es la problemática actual de la actividad financiera en el 
país. 


En el año 2010, contratamos a una empresa profesional que hizo una encuesta 
representativa de la totalidad de la población. Se hicieron más de dos mil entrevistas; por 
lo tanto, el margen de error es muy pequeño. De allí surgía que entre la población mayor 
de dieciséis años, que uno podía estimar en 2:300.000 personas, solo el 41% tenía 
cuenta bancaria. O sea, uno podría decir que la bancarización en Uruguay -esta es una 
muestra representativa, con un margen de error muy pequeño-, en el año 2010, era del 
41%. Estamos hablando, en números redondos -para una fácil memorización-, de 
1:000.000 de personas con cuenta bancaria. El 16% tenía vínculos con empresas 
financieras no bancarias y el restante 43% ni tenían vínculos con empresas financieras no 
bancarias ni con los bancos; o sea, son los que se llaman excluidos del sistema, 
porcentaje relativamente alto, luego veremos en términos de qué. 


Como dije, el 41% tenía cuenta bancaria y 950.000 estaban bancarizados. Si uno 
pregunta cuántas personas tenían cuenta en el Banco de la República en el año 2010 
vemos que eran 837.000. En la misma encuesta se dice que, de los bancarizados, el 78% 
tenía cuenta en el Banco de la República, con lo cual cierra desde el punto de vista 
cuantitativo; es decir, cerca del 80% de las personas bancarizadas tenía una cuenta en el 
Banco de la República. De esos 837.000 que tenían una cuenta en el Banco de la 
República en el año 2010, hoy se pasó a la cifra de 1:050.000. En la actualidad, el Banco 
de la República tiene 1:050.000 clientes de depósitos y 415.000 clientes de crédito; no 
deben sumarse, porque los clientes de depósito también pueden ser clientes de crédito. 
Este número de 1:050.000 representa aproximadamente el 50% de la población mayor de 
dieciséis años. 

Si uno se pregunta cuántas personas cobraban sueldos y jubilaciones en el país en 
el año 2010, se dice con precisión absoluta que eran 1:500.000. Entonces, de las 
1:500.000 personas que cobran sueldos y pasividades uno podría decir que cerca de 
1:000.000 tenía cuenta en el Banco de la República. O sea que 500.000 personas 
deberían estar cobrando su sueldo o su pasividad por fuera del sistema bancario o por 
otros intermediarios financieros, como las redes de pago. 


Nos importaba indicarles la significación que tiene el Banco de la República en 
términos de bancarización. Somos un banco con más de 1:000.000 de clientes; tenemos 
más del 55% de los clientes del sistema bancario y el 80% de los que poseen cuenta la 
tienen en el Banco de la República. O sea que estamos hablando de un agente realmente 
importante en la bancarización. 
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Por otra parte, la inclusión financiera no es un tema nuevo para el Banco de la 
República. En los últimos años, venimos trabajando en la inclusión financiera en forma 
muy intensa. Más allá de haber colaborado con algunos programas de Gobierno en 
materia de beneficios sociales -como las tarjetas del Plan de Equidad o las tarjetas de 
asignaciones familiares, que supusieron la emisión de decenas de miles de tarjetas, con 
lo que hay un proceso de acercamiento a la bancarización por esa vía-, tenemos creadas 
una cuenta de sueldos y, además, una de pasividades, que tienen beneficios que en 
general son superiores a los que se propone en el proyecto de ley. 


Tenemos disponible una cuenta alcancía para aquellas personas que necesitan una 
cuenta de ahorro, pero no logran los mínimos para poder abrirla o pagar costos de 
mantenimiento. En la cuenta alcancía se eliminaron los mínimos, de manera tal que 
cualquier persona pueda operar con independencia de la cantidad de dinero que tenga. 


También tenemos una Microcuenta Mypes, una cuenta específica que se ha creado 
para que en las políticas de microcréditos que estamos desarrollando a través de 
República Microfinanzas se tenga asociada una cuenta de ahorro en la que el 
microempresario pueda acreditar sus ingresos, hacer movimientos o realizar ahorros. 


Creamos una empresa de microfinanzas: República Microfinanzas. Fue una decisión 
del Directorio de abril de 2008 y comenzó a funcionar en marzo de 2010. Hoy, tiene más 
del 50% del mercado y 20.000 clientes, y ha dado créditos por más de US$ 50:000.000; 
ese no es el saldo, sino los créditos concedidos. 


O sea, el Banco de la República realmente ha tenido una política muy activa en esta 
temática, que se manifiesta, no solo en los instrumentos que ha puesto a disposición de 
los excluidos sino, además, en la incidencia que han tenido esos instrumentos en avanzar 
en un proceso de inclusión financiera. 


Ingresaremos en los aspectos que consideramos fundamentales a la hora de 
analizar el contenido del proyecto de ley. 


Los primeros artículos que pensamos importante considerar con ustedes son los 
artículos 9% y 10. El artículo 9% hace referencia al pago de remuneraciones y de 
pasividades, que deberá efectuarse a través de la acreditación en cuenta o de un 
instrumento de dinero electrónico. El artículo 10 establece que el trabajador tendrá el 
derecho de elegir libremente la institución de intermediación financiera o emisora del 
dinero electrónico, pudiendo cambiar de institución una vez transcurrido un año 


¿Cuáles son los comentarios que nos merece este hecho? Estamos totalmente de 
acuerdo con que el pago de las remuneraciones y de las pasividades se realice a través 
de acreditación en cuenta o de un instrumento de dinero electrónico. Sin embargo, vemos 
con preocupación -ahora vamos a decir qué tipo de preocupación- el hecho de que el 
trabajador tenga que elegir libremente la institución de intermediación financiera o 
emisora de dinero electrónico a través de la cual recibirá sus retribuciones. 


El primer comentario que nos merece este hecho es que esa práctica ya existe en el 
país. El Banco de Previsión Social paga las jubilaciones y el jubilado o pensionista elige a 
través de qué institución cobrar: puede hacerlo a través de la red de cobranzas, de los 
bancos o de otras instituciones; hace poco, hasta podía cobrar en el Banco de Previsión 
Social. Lo cierto es que cuando los jubilados o pensionistas definan por dónde van a 
cobrar, lo harán mediante los instrumentos acordados entre el Banco de Previsión Social 
y el agente de pagos intervenientes: el Banco de la República, la red de pagos o la 
institución que sea. Eso no es menor, porque en ese acuerdo entre el Banco de Previsión 
Social y la institución financiera se determinan las comisiones por el pago de nómina. En 
la medida en que no exista acuerdo, no se podrá cobrar comisiones. Por lo tanto, uno 
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debería preguntarse cómo van a compensar las instituciones financieras el costo que 
supone el pago de nómina, o sea, el costo que supone brindar un servicio a todas las 
empresas del país. En el pasado, las empresas realizaban el pago de nóminas, pero 
gradualmente fueron derivando ese servicio hacia el sistema bancario, con lo cual 
trasladaron un servicio y pagaron su costo. En la medida en que no habrá acuerdo entre 
las empresas y los bancos, no será posible cobrar comisión. Si no es posible comprar 
comisión, se rompe la lógica sobre la cual fue desarrollándose el sistema. 


La pregunta que nos hacemos, por ejemplo, es si las redes de pago seguirán 
pagado jubilaciones y salarios, porque si no se les paga comisión, no tienen estímulo 
para hacerlo. Si no tienen estímulo para hacerlo, esos pagos se van a derivar hacia otros 
intermediarios financieros y, en particular, hacia los bancos. De esa forma, no solo va a 
crecer la cantidad de clientes y la cantidad de transacciones por el proceso de inclusión 
financiera que aquí se propone, sino que, además, se van a derivar clientes de 
modalidades pagas a modalidades gratuitas. Ese nos parece un aspecto central que 
puede generar complicaciones desde el punto de vista operativo. 


Quiero decir, con particular énfasis, que esta no es una opción que se tome en el 
banco: la elección del trabajador se toma en la empresa. Por lo tanto, es un derecho que 
se da al trabajador frente al empresario, no frente a la institución financiera. Por ejemplo, 
cualquier trabajador podría exigir, a partir de ese momento, que se le pagara la 
remuneración a través del medio que elija. El problema no lo tendrá el banco, sino la 
administración de cada una de las empresas; en el caso de los trabajadores del Poder 
Legislativo, la administración del Poder Legislativo es la que tendrá que instrumentar los 
procedimientos por los cuales deberá volcar dinero a cada una de las cuentas que tenga 
cada una de los funcionarios en los diferentes intermediarios financieros u otras 
instituciones habilitadas para el pago de nóminas. Creemos que las empresas van a tener 
grandes dificultades para hacer frente a ese derecho del trabajador. Insisto en que, hoy, 
muchas empresas ya aplican este sistema, sin tener el trabajador el derecho -por 
ejemplo, en el Banco de Previsión Social, así como en muchas empresas privadas- y no 
hay ninguna restricción para que el trabajador solicite a la empresa cobrar su 
remuneración a través de cualquier intermediario financiero. La restricción está en la 
capacidad de la empresa de poder brindar ese servicio al trabajador. Este no es un tema 
menor, porque atrás hay movimientos de dinero y no es lo mismo que un banco mueva 
dinero para realizar todo el pago de nómina que decir que tengo que hacer transacciones 
con distintos intermediarios financieros y darles instrucciones a cada uno para que hagan 
parcialmente el pago de nómina en cada una de las instituciones financieras. 


Reitero: ese nos parece un tema importante, no menor. Me refiero al caso de la 
elección por parte del trabajador de la institución donde quiere cobrar su remuneración. 
Esto deriva en algún problema adicional y es que además de la incorporación de 
personas que están por fuera del sistema los bancos van a tener que asumir el trabajo de 
abrir y cerrar cuentas por todo este proceso. O sea: si todos los pagos de nómina ahora 
van a ser a través de cuentas bancarias -por lo menos de los que opten por los bancos- 
los bancos van a tener que abrir cuentas a cada una de esas personas. No estamos 
hablando de pocas cuentas, sino de unos cientos de miles. La estimación que nosotros 
hacemos es que puede llegar a medio millón de cuentas, que serían las necesarias para 
cubrir a los trabajadores que ahora no están cobrando por esa vía. Solo por el hecho de 
la enorme apertura de cuentas, uno podría decir que el sistema bancario se va a ver 
afectado. 


Hoy el Banco de la República y sus sistemas, que no son infinitos, están 
capacitados para abrir 200.000 cuentas y no más. Si se abrieran más de esa cantidad, 
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nosotros tendríamos problemas con nuestros sistemas informáticos, que no tienen la 
capacidad como para hacer frente a ese incremento transaccional. 


Estamos en un proceso de incremento de nuestros sistemas informáticos, de 
nuestra capacidad de procesamiento de la información y, seguramente, en el próximo año 
o en el siguiente vamos a estar en condiciones de absorber una creciente demanda. Pero 
si ese es el problema del Banco de la República también lo deben tener otros 
intermediarios financieros en cuanto a la creación de nuevas cuentas. Si a eso se agrega 
el hecho de que va a haber movimientos de cierre y apertura de cuentas entre los 
intermediarios financieros, estamos hablando de una presión sobre el funcionamiento 
operativo del Banco a la que no sabemos si vamos a poder hacer frente, porque hay que 
reconocer que el Banco tiene una porción de mercado en este segmento del orden del 
80%, es decir que vamos a recibir ese porcentaje de la presión del mercado para apertura 
de cuentas. 


Si además le incorporamos el tema de la inembargabilidad, como se establece en el 
artículo 19, con el que tenemos que discrepar respecto a su redacción y somos 
partidarios de mantener la redacción de la norma recientemente aprobada -Ley N* 
19.153, de 24 de octubre de 2013- que hace inembargables las cuentas y no los 
movimientos, aunque no son contradictorios, nosotros creemos que la inembargabilidad, 
como dice la ley en el artículo 19, de las sumas acreditadas es absolutamente imposible 
de determinar si las cuentas sobre las cuales se paga de nómina además reciben 
depósitos. Cuando uno recibe pago de nóminas y depósitos se conforma un saldo y 
cuando se hacen los retiros uno no sabe efectivamente cuál es el origen de cada retiro. O 
sea que las sumas acreditadas no se pueden identificar, y si no se puede por la vía 
bancaria, entonces deberíamos pedirle a los Juzgados competentes que nos identifiquen, 
dentro de ellas, cuáles son las sumas inembargables. Reitero: no hay forma de 
determinar qué sumas son embargables. 


Por lo tanto, creemos que es muy importante mantener la redacción dada en la ley 
del 24 de octubre pasado, que hace referencia a la inembargabilidad de las cuentas 
bancarias abiertas a los fines del pago de nóminas, como recientemente se aprobó. Y 
esas cuentas no pueden recibir depósitos, con lo cual se resuelven prácticamente todos 
los problemas vinculados, no solamente a la inembargabilidad -es perfectamente sencillo 
para el banco determinar qué cuentas son embargables y cuáles no-, sino algunos otros 
temas que creo relevantes, como el hecho de que el Fondo de seguro de depósitos, por 
ejemplo, tiene que devolver en primera instancia los saldos de las cuentas de sueldos. 
Entonces, al devolver el saldo de dichas cuentas es identificable cuáles serían los saldos 
a devolver. 


SEÑOR POSADA.- Quería hacer una pregunta sobre algo que viene señalando el 
economista Calloia, que claramente tiene bastante relevancia y es un tema que ha estado 
en el Parlamento en estos últimos tiempos. 


Una de las inquietudes que se nos presentaba era que, por la propia operativa, por 
ejemplo, del Banco de la República, los préstamos sociales que hace el banco en el caso 
de los funcionarios públicos se depositaban también en las cuentas con las que se pagan 
salarios. Con ello, se genera la dificultad de que tendría que haber una operativa distinta 
para esos casos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con el razonamiento que usted hace y a su 
punto de vista, una persona cobra su salario mensualmente y claramente se distingue 
que eso es inembargable. El problema es que algunos uruguayos tienen la capacidad de 
que les sobre plata, por lo que el saldo quedaría en la cuenta. Al mes siguiente cobraría 
otra vez el salario y habría una acumulación de capital. ¿Cómo se resolvería eso? 
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SEÑOR ASTI.- Se manejaba el tema de un tope de 200.000 cuentas que podría 
abrir el Banco de la República con este nuevo universo de cuentas que van a surgir. 


Considerando que muchos de quienes vayan a abrir cuentas ya tienen una en el 
Banco de la República y deberían separarlas de las que son exclusivamente de nómina, 
quiero saber si en ese tope también están incluidas esas cuentas subsidiarias del mismo 
titular, pero exclusivamente para depósito de salarios. 


SEÑOR CALLOIA.- Estamos en un tema que nos parece esencial, que es el pago 
de remuneraciones y pasividades a través de acreditación en cuenta o instrumento de 
dinero electrónico y el hecho de que el trabajador tenga la opción de elegir. 


Decíamos que este sistema ya existe y que el trabajador en algunos casos puede 
elegir cuando la empresa le da esa posibilidad. Nos parece que esa lógica tiene que 
seguir existiendo, es decir que el trabajador puede pedir a la empresa cobrar donde él 
desea pero, en última instancia, tiene que ser la empresa la que tenga la facultad de 
decirles sí o no, y no un derecho del trabajador. Nos parece que eso complica la 
operativa de manera muy importante. 


Por otro lado, no agrega elementos adicionales contradictorios a la ley el hecho de 
que existan pequeñas o medianas empresas que no tengan la capacidad de poder pagar 
a través de distintos intermediarios financieros, por un problema de simplicidad. Además, 
simplifica la operativa de los bancos. Ustedes imaginen una gran empresa, en lo que se 
llama pago por ráfaga, que viene con un disco y en un segundo se acreditan todos los 
sueldos, y lo que sucedería si aumentan las empresas y disminuye la cantidad de pagos 
a realizar porque se van a distribuir entre más bancos, pero van a ser más las empresas 
clientes. Esto incrementa la operativa del Banco y la diversifica muchísimo. 


Respecto a la pregunta sobre crédito social, diría que la cuenta de sueldos solo 
podría tener como origen la acreditación de sueldos, pensiones o beneficios sociales y no 
otro crédito, para poder identificar exactamente los que provienen de retribuciones. 


Con relación al ahorro a partir de la cuenta de sueldos, no hay cambios respecto de 
la redacción del artículo 19, porque si las suma es acreditada en cumplimiento de esta 
normativa es inembargable, la acumulación de sumas acreditadas por esta normativa 
también lo es. O sea que no hay diferencia entre la redacción anterior y la presente. Lo 
que hace es viabilizar la posibilidad de que las cuentas sean inembargables. 


Cuando viene un embargo, lo tenemos que hacer en forma inmediata; ingresa por el 
Banco Central y este distribuye una nota de embargo en la que identifica el nombre y la 
cédula de identidad a todos los intermediarios financieros y uno tiene que embargar en el 
momento. No puede hacerlo días, semanas o meses después. Por lo tanto, el Banco de 
la República no tiene capacidad de poner personas a estudiar en cada cuenta cuáles 
serían las sumas acreditadas en cumplimiento de estos fines y cuáles no, y que un 
analista del banco diga qué es embargable y qué no; no es nuestra función. Esa es una 
función más de carácter judicial, por lo que nosotros directamente no lo podemos aplicar. 
Entonces, no vamos a poder embargar; vamos a tener que pedir al Juzgado que nos 
diga, en determinado saldo, qué partidas son las que corresponden a créditos 
embargables y cuáles no. 


En cuanto a la pregunta sobre la cantidad de cuentas, podemos decir que 
efectivamente la cifra de 200.000 incluye la creación de cuentas adicionales a las que ya 
tienen. Lo que yo creo -esto constituye solamente una percepción- es que la mayoría de 
las personas tienen un único ingreso y no reciben depósitos que no sean por su 
remuneración, de tal manera que no van a necesitar otra cuenta como para realizar 
depósitos. Por lo tanto, solamente aquellas personas que tienen una cuenta de nómina y 
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que además reciben depósitos porque tienen otras actividades van a requerir una cuenta 
adicional; no necesariamente todos van a requerirla. 


Eso resuelve algunos problemas adicionales que desde el punto de vista operativo 
no son menores, como por ejemplo el hecho de que estas personas puedan tener una 
única cuenta en el sistema bancario. Nosotros no entendemos la razón de esta 
restricción, porque si una persona tiene dos trabajos podría cobrar su remuneración a 
través de dos intermediarios financieros y tener dos cuentas. No vemos por qué se le 
restringe la posibilidad a las personas y que deban tener solamente una cuenta. Creo que 
eso agrega un factor de complejidad, y es que si uno tiene una cuenta todas las 
remuneraciones deberían estar volcadas a ella, lo cual hace mucho más complicada la 
operación del pago de nómina, que está vinculada con el problema al que me refería 
originalmente. Si el empleado elige, el empleador está obligado. Entonces, ahí se genera 
una complicación administrativa difícil de evaluar. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Entiendo la preocupación del Banco, en el sentido de tener la 
imposibilidad de diferenciar en un saldo qué dinero es de salario y cuál de otros ingresos. 
Entonces, manteniendo la redacción anterior, lo que habría que hacer sería separar las 
cuentas para que exista una cuenta de sueldo, que sea inembargable, y otra de caja de 
ahorro, que sería de libre disponibilidad, en el sentido de que allí podrían ir varios 
recursos. 


La ley está proyectando la obligación de que todos los salarios se paguen en una 
cuenta o en dinero electrónico y, atrás de ello, dice que esta cuenta será gratuita. En el 
caso que yo comentaba, el Banco abriría una segunda cuenta. Mi pregunta es si esa 
segunda cuenta tendría costo o no. 


Hoy quienes cobramos por el Banco de la República no tenemos costo por nuestras 
transacciones o movimientos, pero quienes cobran en otras instituciones tienen una 
cantidad determinada de movimientos gratuitos y luego de ellos se empieza a ocasionar 
costos hasta para consultar el saldo de la cuenta, que se registra como un movimiento. 
Entonces, en el caso de regular el cambio en el artículo 19 habría que mantener el hecho 
de que las dos cuentas sean gratuitas, porque me parece que esto es algo importante. 


La otra pregunta que me hago es si en la cuenta de sueldo un trabajador podría 
ahorrar, en el sentido de no gastar todo su dinero, o si se está proyectando que al tener 
dos cuentas utilice en el mes la cuenta de sueldos y el saldo lo transfiera a la de caja de 
ahorro. 


SEÑOR CALLOIA.- Lo cierto es que uno podría distinguir perfectamente una cuenta 
de sueldos y una caja de ahorro común. Si uno tiene una caja de ahorro común debería 
tener ingresos que no fueran provenientes de una actividad salarial o de una jubilación. 


Por lo tanto, esta cuenta ingresaría al capítulo de un cliente de ahorro común y 
corriente, con ingresos por fuera de sus ingresos salariales. No sé por qué esa segunda 
cuenta debería tener, entonces, características de gratuidad como la cuenta de sueldos. 
No le encuentro razón, porque si un ciudadano quiere abrir una caja de ahorro, lo hace y 
tiene determinados mínimos y una cierta cantidad de movimientos. En este caso, sería 
igual: por ingresos extra salariales debería abrir una caja de ahorro y tener las 
condiciones de esa caja de ahorro. 


Respecto de la inembargabilidad del ahorro proveniente de la suma de 
remuneraciones no gastadas, me parece que ninguna de las dos redacciones limita esa 
posibilidad, porque si todas las sumas acreditadas en cumplimiento de las disposiciones 
de esta ley son inembargables, lo es también la acumulación de todas las sumas 
acreditadas. Me da la impresión de que es razonable pensar que si la persona ahorra de 
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su sueldo, el saldo ahorrado sea inembargable. De todos modos, esa es más una 
definición legislativa que lo que puede aportar el Banco. Nosotros solamente queremos 
indicar aquí el problema operativo y es que no podemos hacer embargables las sumas 
acreditadas; podemos hacer inembargables las cuentas operativamente. Ahora, la 
decisión de qué embargar, si los saldos o no los saldos, no corresponde al Banco 
República. Lo único que decimos nosotros es: no redacten este artículo así porque no 
vamos a poder resolver el problema de la inembargabilidad de estas cuentas. 


Entonces, acá hay un problema importante para el banco, aunque no es un 
problema que afecte la estructura de este proyecto de ley. El hecho de que el trabajador 
tenga la capacidad de elegir la institución por donde cobra su remuneración no invalida 
ningún aspecto de este proyecto de ley, absolutamente ninguno. Para nosotros es un 
elemento que agrega complejidad al proceso de bancarización. El proceso de elegir 
libremente la institución por la cual cobrar dinero electrónico se está haciendo hoy, en la 
práctica, sin necesidad de una ley. Es más: hoy hasta el BPS utiliza ese procedimiento y 
no hay ley habilitante. O sea que, en última instancia, las empresas pueden acordar con 
los trabajadores un menú de ofertas de donde cobrar sus remuneraciones. 


El artículo 23 habla de "No discriminación y gratuidad" y establece: "Las 
instituciones de intermediación financiera y las instituciones emisoras de dinero 
electrónico que ofrezcan los servicios descriptos en el Título lIl de la presente ley" -pago 
de nóminas- "tendrán la obligación de brindar dichos servicios a todos los trabajadores, 
pasivos y beneficiarios que lo soliciten y deberán brindarles, como mínimo, las 
condiciones básicas establecidas en el artículo siguiente [...]". Y en el artículo siguiente se 
definen las condiciones básicas mínimas que deben brindar al respecto los intermediarios 
financieros. En ese sentido, en primer lugar quiero decir que estas condiciones básicas 
mínimas, en el caso del Banco de la República, son menores a las que el mismo 
actualmente ofrece. Recién el señor Diputado Sánchez decía que no se cobraba comisión 
por las transacciones; eso no es exactamente así. Creo que son quince transacciones 
gratis; lo que sucede es que él seguramente nunca las supere. El Banco cobra después 
de la decimoquinta transacción, lo que quiere decir que estamos dando condiciones de 
gratuidad que son bastante mayores que la que está pensada acá, que son cinco 
extracciones gratis en el mes. O sea que los beneficios que hoy da el Banco son tres 
veces superiores a los que propone el proyecto de ley. Estamos totalmente de acuerdo 
con esta lógica. Discrepamos en que este tipo de definiciones no deberían formar parte 
de una ley, por la rigidez y por la generalidad que esta debe tener. Mañana, si uno 
quisiera dar más o menos transferencias gratuitas -o lo que fuera- debería modificar una 
ley. A nosotros nos parece que la ley debería establecer que el Poder Ejecutivo 
determinará las condiciones mínimas que deberán cumplir estas cuentas, y de esa forma 
ser mucho más flexible frente a un futuro incierto con respecto a los beneficios que se 
dan por esta vía. 


Siempre recuerdo que al comienzo de la Primera Guerra Mundial, cuando el país 
abandonó el patrón oro, el Presidente Batlle y Ordóñez fijó en 12% la tasa máxima de 
interés que se podía cobrar en pesos. Era una situación totalmente accidental y para ese 
momento de inicio de la Primera Guerra Mundial. Ese 12% duró los años veinte, los años 
treinta, los años cuarenta, los años cincuenta, los años sesenta, y recién se pudo derogar 
en 1976. Tuvimos 12% máximo de interés en el sistema bancario, que fue el gran 
responsable de algunas crisis bancarias cuando la inflación era de ciento por ciento, 
producto de que se fijó un precio a nivel de una ley. Me parece que eso es demasiado 
rígido. Lo mejor sería que se fijaran estas condiciones muy particulares de la operativa 
bancaria a través de un decreto y no de una ley. 
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De todas maneras, desde nuestro punto de vista, el Banco está dando mayores 
beneficios que los que está ofreciendo el proyecto de ley, o sea que no estamos en 
desacuerdo con esto sino todo lo contrario. 


Hay algunos temas que son delicados y tienen que ver con la gratuidad de ciertas 
transacciones y de ciertas transferencias. Voy a tratar de explicarlo lo mejor que pueda. 
Aquí hay dos redes de cajeros automáticos: la red del Banco República y la Redbanc. 
Entonces, si realizo transacciones o extracciones desde un cajero de mi red -suponiendo 
que sea el Banco República- a una cuenta de otra red, la reposición de dinero de ese 
cajero la tiene que hacer el Banco República. Si uno tiene una red muy completa, con 
muchos cajeros automáticos, las transacciones se van a derivar a la red del Banco 
República -imaginemos ese caso-, pero los costos son del Banco República y la cuenta 
no es del Banco República sino de otro intermediario financiero. Uno podría llegar a 
pensar que un intermediario financiero podría funcionar en un apartamento, en el piso 15 
de un edificio moderno, y tener un millón de cuentas de otros intermediarios financieros 
que administra a través de las redes, porque las transacciones son gratuitas. Entonces, 
esto desvaloriza la inversión en las redes. O sea, a mí me va a convenir que otro la 
desarrolle y no yo. Ese es un problema realmente complejo. 


En un país como este, donde el Banco República tiene el 50% del mercado, en 
cierta forma deberíamos saber que eso está relativamente garantizado y que lo que 
percibimos, por ejemplo, es que existen cajeros de la Redbanc en los que no se repone el 
dinero. Como la comisión se cobra a quien retira en el cajero de Red Brou y como sale 
más cara la reposición de dinero en un día sábado o en un día domingo que trasladar el 
costo de esa transacción al cliente, se hace esto último. En este caso hay un análisis de 
costos muy refinado donde cada uno hace aquello que le reporta mayores beneficios. Si 
puedo usar la red del otro gratuitamente, para qué voy a desarrollar mi propia red. No 
tiene ningún sentido. Entonces, ¿cuál va a ser la reacción del Banco República si las 
transacciones son gratuitas y tiene una red en todo el país bastante desarrollada? Que 
los otros utilicen su red de cajeros. 


Lo mismo sucede con las dependencias y con las transferencias entre ellas. Si una 
persona tiene una transferencia gratuita a Artigas, no se debe olvidar que el Banco 
República tiene que poner el dinero en un blindado y llevarlo hasta Artigas, lo cual tiene 
un costo altísimo. Pero si la cuenta está en el resto del sistema bancario y se hace una 
transferencia a una persona que tiene una cuenta en Artigas, entonces el costo de esa 
transferencia de dinero efectivo -lo cual es muy caro; se debe tener en cuenta un 
blindado, el coche de custodia y los funcionarios-, se vuelve gratuito. La lógica sería 
utilizar la red del otro y no la propia. De esa forma se tendrían bajos costos y muchos 
clientes. Entonces, esta problemática existe y, sobre todo, está marcada en los artículos 
74 y 75, que hablan de las transferencias entre instituciones habilitadas por el BCU y de 
la interoperabilidad de las redes de cajeros automáticos. Estos dos artículos tienen 
mucho que ver con esta lógica que les estoy indicando y son muy peligrosos en cuanto a 
si estimulan o desestimulan el desarrollo de la red de cajeros automáticos y de sus 
dependencias en todo el país. 


SEÑOR ASTI.- Siguiendo la lógica y la justicia del razonamiento que hace el 
Presidente del Banco República, por la extensión de su red y quizás por el interés de 
otros intermediarios financieros en cuanto a que se utilice la red ya existente dado que no 
tendría costos, mi pregunta es la siguiente. ¿Existe la posibilidad -manteniendo la 
gratuidad para las cuentas a las que nos estamos refiriendo, las cuentas nóminas- de que 
eso no sea gratuito entre instituciones financieras? Dado que queremos aumentar la 
capilaridad del sistema, ¿por qué trasladar ese costo al usuario de la cuenta y no a la 
institución financiera que la tenga, que esté operando con ella pero que no tenga una red 


-10- 


de cajeros ni de reposición? Ese sería un problema que se podría arreglar a través del 
sistema financiero, que a veces no funciona como tal sino un poco compartimentado 
entre decir que tuve, por ejemplo, cuatrocientos movimientos de tus cuentas ahorro, que 
tuve que sacar de mi red de cajeros, y decir "Esa me las tienes que pagar porque fui yo el 
que repuso y el que mantuvo abierto los cajeros". Creo que debería ser un problema 
entre instituciones financieras y no entre los usuarios del sistema financiero. 


SEÑOR CALLOIA.- En primer lugar, nunca hablé de transferir los costos a los 
beneficiarios. Mi preocupación está básicamente enfocada a cómo funciona actualmente 
el sistema. Si una persona recibe un pago de nómina en una cuenta en el banco, puede 
utilizar gratuitamente la red de cajeros y la red de dependencias del banco. Lo mismo 
sucede -supongo- con la banca privada. La persona recibe el pago de nómina en una 
cuenta en la banca privada, pero utiliza la red de cajeros y las dependencias de la banca 
privada. ¿Cuál es el valor de competitividad en este caso? La red. Entonces, ¿Cómo el 
banco va a verse estimulado a captar cuentas nóminas? Sería como decir: "Yo tengo la 
mejor red y la sigo ampliando". Ahora, si la ley me obliga a hacer gratuitas las 
transferencias a través de otra institución financiera, sencillamente, el desarrollo de mi red 
no tiene sentido. Y si cobro, tampoco tiene sentido porque lo que me importa es tener la 
cuenta y el cliente y no que el cliente esté en otro lado y que yo le cobre una comisión por 
utilizar mi red. A mí no me interesa, como banco, que los otros utilicen mi red, que está 
destinada fundamentalmente a mis clientes y no a los de otros bancos. 


Esto está regulado en los artículos 74 y 75. En el artículo 74 se faculta al Poder 
Ejecutivo a regular precios; aquí ya escapa a la capacidad del banco de fijar una 
comisión. En el artículo 75 la redacción es distinta: allí figura que las tarifas se establecen 
de común acuerdo. Estos dos artículos determinan cómo se fijan los precios en forma 
distinta: en una lo regula el Poder Ejecutivo y en la otra se establecen de común acuerdo. 
A nosotros nos parece que establecerlo de común acuerdo debería ser la norma en los 
dos casos, no exclusivamente en el artículo 75. En el caso de los precios de las 
transferencias a las instituciones habilitadas a esos efectos por el Banco Central, también 
deberían ser fijados de común acuerdo. 


Vuelvo a decir que en el comportamiento del sistema bancario hay una reducción 
clarísima de las dependencias del interior. Entonces, ¿cómo operan? A través de la red 
del Banco República. Me parece que la forma de estimular la radicación de dependencias 
en lugares donde no es muy atractivo desde el punto de vista bancario es que la red sea 
un factor de competitividad. O sea, si tengo más red, compito mejor y, por lo tanto, logro 
captar clientes que la otra red no puede porque no tiene esa dependencia. Pero las 
dependencias tienen costo, entonces, esos clientes van a financiar los costos de la 
ampliación de mi red. 


Por otra parte, a nosotros nos parece que la gratuidad debería ser, siempre, en las 
redes y no entre redes. La gratuidad entre redes provoca que unos intenten usar la red 
del otro porque es gratuito, conduce a una competencia destructiva y no creativa, 
mientras que la gratuidad en las redes, conduce a competencias positivas: que cada uno 
quiera tener mayor red para tener mayor competitividad. 


Obviamente, este hecho no es un aspecto esencial para la filosofía de la ley, como 
tampoco lo es el otro. Sencillamente, hay que determinar procesos por los cuales se 
alcancen los objetivos de una mayor bancarización y una expansión de la red compatible 
con los objetivos de la ley. A nosotros nos parece que esta forma de gratuidad no 
contribuye. De hecho, hoy son gratuitos en la red y no son gratuitos entre redes. 


El artículo 25 establece la creación de cuentas simplificadas para empresas de 
reducida dimensión económica. En ese sentido, el Banco República ya creó estas 
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cuentas y están operativas en todo lo que son microfinanzas, por lo tanto, no tenemos 
ninguna observación que realizar. Es más, vemos con muy buenos ojos que se estimule 
la utilización de este tipo de cuentas. 


El artículo 28 refiere al crédito de nómina, y establece: "Los trabajadores y pasivos 
que perciban su remuneración o prestación a través de acreditación en cuenta [...] podrán 
acordar con dicha institución el otorgamiento de un Crédito de Nómina [...]". Nos parece 
perfectamente válido que ese sea un mecanismo para estimular la actividad crediticia y la 
competencia entre los sistemas; no le vemos inconvenientes en ningún sentido. 


El Banco República tampoco tiene observaciones a la prioridad en las retenciones 
sobre las retribuciones salariales y pasividades ni respecto al mínimo intangible, en el que 
hay un cambio radical -se pasa del 30% al 50% en dos años; hace años que 
personalmente vengo insistiendo en esa temática; muchos legisladores me habrán 
escuchado decir que había que avanzar en incrementar ese 30%-, así que solamente 
tenemos que hacer dos comentarios al respecto. El primero de ellos es que el Banco 
realizó toda una política de créditos, llamada popularmente como "limpiasueldos", que 
trataba, precisamente, de ofrecer un crédito a largo plazo y más barato para resolver 
problemas de endeudamiento de corto plazo y muy caro, por lo tanto, se afectó más de 
los porcentajes que aquí están previstos. Entonces, nos parece de orden que esta norma 
excluya a los créditos ya concedidos, es decir, que sea para nuevos créditos. El otro 
comentario es que nos parece importante que se excluya los créditos de vivienda, porque 
por este mecanismo de llegar al 50% tal vez no se logre financiar la compra de vivienda. 
Entonces, me parece que los futuros créditos de vivienda y los créditos ya concedidos 
deberían mantener el régimen anterior y que esto sea aplicable solamente para los 
créditos futuros. Como ven, en lo sustancial, no hay nada que altere el mínimo intangible 
que propone el artículo 32. 


Respecto al artículo 57, sí tenemos alguna observación. Se refiere a la exoneración 
de los intereses de préstamos otorgados a empresas de reducida dimensión económica. 
Esta fue mi preocupación hace muchos años. Lo cierto es que el sistema funciona así: si 
un cliente va a un banco y no es un cliente de consumo, recibe un crédito sobre el cual no 
paga IVA. Si ese mismo cliente va a una empresa de microfinanzas o a una 
administradora de créditos, recibe el mismo crédito y se le cobra IVA sobre la tasa de 
interés. Entonces, nos parece que hay una discriminación negativa: se castiga a los 
clientes de menor poder económico, a los que tienen que ir a empresas administradoras 
de créditos, que son los que teóricamente requieren más apoyo para salir adelante. 


De hecho, las grandes empresas tienen una capacidad negociadora con los bancos 
mayores y se les cobra menos tasa de interés. Estas pequeñas empresas tienen menor 
capacidad negociadora, se les cobra más tasa de interés y, además, se les cobra el IVA. 


La redacción que está prevista acá no elimina totalmente esta discriminación; lo 
hace solamente para los regímenes de monotributo y los contribuyentes comprendidos en 
el Literal E) del artículo 52 del Título 4 del Texto Ordenado 1996 pero, por ejemplo, no 
elimina la restricción para los clientes del Imeba, que son los productores agropecuarios. 


Para que tengan una idea, cuando hay algún problema, sobre todo en el sector de 
los pequeños y medianos productores agropecuarios acordamos, entre República 
Microfinanzas y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, una asistencia rápida 
para resolver problemas tales como, por ejemplo, granizo o problemas graves de ese 
tipo. A esos productores les damos un crédito, les cobramos tasa de interés y les 
cobramos IVA sobre la tasa de interés, lo que parece totalmente un despropósito. Con 
esta redacción no estaríamos resolviendo el problema. 
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Nosotros vamos a proponer la siguiente redacción: "Quedan incluidos en el presente 
literal y en las mismas condiciones que para los bancos las operaciones de 
financiamiento realizadas por las empresas administradoras de crédito reguladas por el 
Banco Central del Uruguay". ¿Qué quiere decir esto? Que las empresas administradoras 
de crédito reguladas por el Banco Central del Uruguay quedan incluidas en las mismas 
condiciones que los bancos, o sea que cuando el cliente vaya a un banco y a una 
administradora de crédito, no va a tener distinta carga tributaria por operar uno u otro 
intermediario financiero. Nos parece que eso es terminante y, además, no tiene efectos 
fiscales. 


Aquí las empresas de microfinanzas tienen una participación absolutamente ínfima 
en el total de crédito que existe en el país. Todas las empresas de microfinanzas a 
microempresarios -que es lo que se está proponiendo aquí, y no al consumo, porque el 
crédito al consumo está gravado por el IVA- tienen un saldo total de crédito del orden de 
US$ 20:000.000 a US$30:000.000, con lo cual el IVA sobre los intereses de 
US$ 20:000.000 o US$30:000.000 prácticamente no tienen efecto fiscal. Esto es 
estrictamente una razón de justicia, de apoyar a los pequeños y no cargarles una tasa de 
interés con IVA cuando son más débiles que los grandes a los cuales no se les cobra el 
IVA. 


Por último, está el tema que ya habíamos anunciado y que determina el artículo 74, 
es decir, transferencias entre instituciones habilitadas a tales efectos por el Banco Central 
del Uruguay, y la interoperabilidad de las redes de cajeros automáticos. 


Aquí hay dos redacciones diferentes. En el artículo 74 se faculta al Poder Ejecutivo 
a regular los precios y, en el artículo 75, se faculta al Poder Ejecutivo a fijar las reglas y 
patrones técnicos que aseguren el acceso, pero no los precios. Y dice: "[...] Las tarifas de 
interconexión deberán establecerse de común acuerdo [...]". 


Nos parece que el segundo criterio también debería aplicarse para el artículo 74, 
donde las tarifas de transferencias entre instituciones habilitadas a tales efectos por el 
Banco Central se determinen de común acuerdo entre los participantes. Pensamos que el 
Banco República se juega mucho en esto porque es el que tiene la mayor red de cajeros 
y, por lo tanto, es bien importante que se establezca en acuerdo entre las partes. 


También quiero decir que cuando un cliente del Banco República va a la red Abitab 
o Redpagos y retira de los cajeros automáticos instalados en esas dependencias, esa 
operación no es gratis para el Banco República; tiene un costo y nosotros lo pagamos. O 
sea que no se debe pensar que el movimiento de cajeros automáticos es un movimiento 
gratuito para el Banco. Mantener la red en funcionamiento, tener equipos durante 24 
horas los siete días de la semana para cubrir las fallas de los cajeros y para reponer 
dinero tiene un costo muy importante de seguridad, de transporte y de funcionarios, por lo 
tanto, en ningún sentido se puede considerar que es gratuito. Incorporar más 
movimientos a las redes de cajeros también implica una mayor cantidad de dinero, lo que 
tiene un costo muy importante. No hay que pensar que, porque no hay una persona 
detrás, los cajeros automáticos son gratuitos. 


Sostener esa red de cajeros es costoso. Si bien la desarrollamos, según nuestro 
criterio no puede ser que sea usada por otros intermediarios financieros a nuestro costo. 


Por otra parte, hay un tema absolutamente menor que no entendemos mucho. Me 
refiero a que en algunos artículos -el 34 y el 41- se habla de cheques diferidos no a la 
orden, y no entendemos por qué se utiliza la palabra "diferidos". Parece que los cheques 
diferidos no a la orden sirvieran para hacer pagos, pero no los cheques no a la orden, o 
sea que uno tendría que tener siempre cheques diferidos, y los cheques comunes no 
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servirían para esos fines. Me parece que en eso hay un error desde el punto de vista de 
la redacción. 


Hay otro tema que quería mencionar que tiene que ver con los pagos por compra de 
inmuebles que se hacen con letras de cambios y aquí dice que deben ser pedidas a 
nombre del comprador. Pero cuando uno pide la letra de cambio a nombre del 
comprador, si la operación no se realiza, no puede pedir al banco que le devuelva el 
dinero porque la letra de cambio está a nombre del comprador. En la práctica, eso no 
puede funcionar así. La letra de cambio se hace a nombre del vendedor y el vendedor la 
endosa en el momento en que hace la transferencia, pero si la pedimos a nombre del 
comprador y la operación no se llega a hacer por alguna razón, el dinero queda a nombre 
del comprador, nunca queda a nombre del vendedor. Creo que ahí también hay un 
problema operativo, pero es solo de corrección. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ASTI.- Volvemos al principio de la exposición del Presidente de Banco 
República, cuando hablaba acerca de lo que la ley prevé que sea voluntad del trabajador 
decidir en qué institución, sea de intermediación financiera o emisora de dinero 
electrónico, quiera recibir allí su sueldo, su pasividad, sus beneficios sociales, etcétera. 
Se decía que hasta ahora funciona con un acuerdo entre la empresa pagadora del sueldo 
y la institución de intermediación financiera -en este caso, hablemos solamente de lo que 
tiene que ver con los bancos, aunque habrá otras que no sean bancos- y que eso tenía 
siempre un costo para la empresa. 


Nos consta que en algunos bancos privados es al revés; con tal de obtener ese tipo 
de cuentas hacen acuerdos con la empresa que, de alguna manera, tienen costos para la 
institución financiera, que se le traslada, a través de diversos servicios, a la empresa. Eso 
nos consta porque, inclusive, ha habido alguna nota de alguna institución financiera 
reclamando por la gratuidad que ahora tendría esa operación, luego de haber invertido en 
desarrollar un sistema de captación de cuentas hacia su institución. Queremos saber cuál 
es la opinión al respecto. Quizás no sea la política del Banco República pero sí de 
algunas otras instituciones financieras del sector privado. 


Otra pregunta que quiero formular en mi carácter de integrante de esta Comisión 
pero también de la Comisión Especial con Fines Legislativos Vinculados al Lavado de 
Activos y Crimen Organizado, es si el tema de la no discriminación en la apertura de 
cuentas pudiera tener alguna incidencia en los riesgos que tratan de prevenirse en el 
sistema financiero con el manejo de este tipo de cuentas en las cuales, eventualmente, 
se pudieran utilizar para desarrollar alguna actividad no lícita. 


Además -acabo de leerlo en la prensa-, en estos días el Banco República ha tomado 
la decisión de cerrar alguna cuenta de alguna persona que, si bien no la vinculamos con 
el tema del lavado de activos, la institución decidió que no pudiera tener cuentas en el 
Banco República por determinadas circunstancias incluidas en otros delitos no cometidos 
en nuestro país. 


Quisiera saber si el tema de la no discriminación puede alterar algunas de las 
políticas de seguridad del sistema financiero al respecto. 


SEÑOR CALLOIA.- El señor legislador decía que hay acuerdos entre las empresas 
y las instituciones financieras para el pago de nóminas. Efectivamente es así. Había un 
viejo economista -que seguramente el señor Diputado recordará-, Thomas Malthus, 
británico, que decía: "No hay cenas gratis". 
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Hace pocos días recibí una nota de la Facultad de Ciencias Económicas, donde el 
Decano informaba que el pago de nómina iba a cambiar del Banco República al Banco 
Santander. Decía que a cambio de eso iban a recibir una donación de US$ 200.000 por 
año. Según mi impresión, los US$ 200.000 por año los paga el Estado, porque es una 
donación. Las donaciones no tienen contrapartida, por lo tanto, dudo que esa sea una 
política comercial válida. El Banco República no lo puede hacer; no puede competir con 
donaciones. Reitero que dudo que este sea un mecanismo válido para acceder al pago 
de nómina. Si no me equivoco, ese pago de nómina no es para toda la Facultad, sino 
para los docentes. Entonces, la competencia se da en los "Top". Por lo tanto, pensar que 
la competencia por el pago de nómina se va a hacer a nivel global del país es un error; se 
va a hacer en los niveles salariales altos y muy altos. En los otros niveles no va a haber 
competencia y van a venir al Banco. Eso no nos preocupa porque ya los tenemos y, 
además, no nos preocupa porque los grandes salarios no van al Banco a pedir un crédito. 
O sea que no es un problema de competencia; lo nuestro es un problema operativo, 
porque sabemos que la mayoría de las cuentas van a ir al Banco de la República. 
Entonces, queremos simplificar la operativa del Banco y que eso no signifique que 
incumplimos la ley, porque una vez que se apruebe, tenemos que cumplirla, pero no 
sabemos si la podemos cumplir en la magnitud que está pensada, sobre todo si 
eliminamos aquellas redes de pagos que hoy están pagando salarios y jubilaciones. No 
sé cuál va a ser la decisión cuando les digan que no van a poder cobrar más comisiones 
por el pago de salarios y jubilaciones. Quisiera saber qué sucede si esas cuentas se 
dejan de pagar ahí y van al Banco República, porque el 80% siempre va al Banco 
República. Entonces, no sabemos si podemos cumplir. Esa es nuestra duda, por eso 
pensamos que por lo menos en una primera etapa, mientras se da el proceso de 
bancarización, el sistema de que el cliente elija solamente pueda operar cuando haya 
acuerdo con la empresa, pero no que sea un derecho del trabajador exigir ya a la 
empresa que realice el pago a través del intermediario que el trabajador elige porque, 
además, al trabajador no le genera ningún perjuicio ni beneficio. 


Precisamente, hay una propaganda de televisión, de una cadena deportiva, que 
habla de tasa de interés cero si trae su nómina. 


Por otra parte, hace poco estuve en una conferencia en Madrid y vi un cartel 
inmenso que decía: "Traiga su nómina y retire su 'tablet". No entré al banco que daba eso 
pero, seguramente, si un trabajador de la construcción lleva su nómina, no va a recibir la 
"tablet". 


Que los bancos compitan por los pagos de nómina con los funcionarios y con las 
empresas es una lógica que nosotros aceptamos. Voy a dar algunos ejemplos para que 
tengan una idea. En el caso de la Dirección General Impositiva, el pago de nómina se 
hacía a través del Banco República y pasó a hacerse a través del Discount Bank. El que 
pidió el cambio fue el sindicato, porque el Discount Bank le ofreció beneficios tales a los 
funcionarios que hicieron que Impositiva cambiara de pagador. 


En el caso de la Facultad de Medicina también hubo ofertas de donaciones muy 
importantes. La Facultad optó por cambiar de pagador pero el sindicato dijo que no, que 
querían el Banco República y que si pagaban por otro banco, paraban la empresa. 
Entonces, siguen pagando por el Banco República. 


O sea que existe la posibilidad en el mercado de elegir dónde pagar, depende de los 
sindicatos, de los funcionarios y de la capacidad de la empresa de elegir si puede pagar a 
través de muchos intermediarios financieros. 


Yo quisiera que consultaran con el contador del Palacio Legislativo para saber si 
está en condiciones de pagar las remuneraciones a través de diez o quince 
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intermediarios financieros. Les va a decir que es una complicación, un riesgo muy grande 
porque moviliza dinero por distintas vías, que tiene que abrir cuentas en todos los 
intermediarios financieros para hacer las transferencias. Además, las cuentas de las 
instituciones exigen un previo análisis de los estatutos; no se abre con una cédula de 
identidad, sino con estatutos, que van al servicio jurídico y notarial, donde se estudian, 
luego vuelven, y recién ahí se puede abrir la cuenta, o sea que el nivel de complejidad es 
grande. Entonces, me parece que ese proceso no es necesario en esta etapa; complica, 
dificulta la bancarización y me parece que eso se puede hacer naturalmente, como se 
hace en el BPS y en algunas otras empresas. 


Con respecto a la no discriminación de la cuenta nómina nosotros no creo que 
tengamos problema, porque el único crédito que se puede hacer en la cuenta nómina es 
el de los salarios. En la medida en que no se puedan hacer depósitos, los salarios 
ingresan exclusivamente a esa cuenta y, por lo tanto, las posibilidades de lavado de 
dinero se minimizan, prácticamente desaparecen. 


En cuanto a la posibilidad de que no existan cuentas de determinados clientes, en 
este caso el Banco tuvo una discusión bastante profunda acerca de si a este señor se le 
mantenían o no las cuentas en la institución. El Directorio no tuvo unanimidad en ese 
sentido. Había dos posiciones: una, que decía que por lo menos hay que mantenerle una 
cuenta de ahorro en pesos para que haga transacciones mínimas y, otra, decía que es un 
cliente que ha robado bancos y que, además, se define como ladrón de bancos y tiene el 
orgullo de serlo, entonces, abrirle las puertas del Banco es como abrirle las puertas del 
tesoro, y por lo tanto, no podía tener ninguna cuenta. Pero dejamos abierta la posibilidad 
de que si requiere una cuenta para algún pago de nómina, esa autorización se la va a 
dar, pero solamente con ese fin y no para transacciones comerciales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi pregunta va dirigida a un escenario hipotético y sé que 
es muy difícil de prever. Me refiero a la preocupación por la interoperabilidad de los 
cajeros automáticos, independientemente de la red a la cual pertenezcan. El señor 
Presidente describió muy bien cuál podría llegar a ser la reacción en función de usar la 
red del otro. El Banco de la República, además de tener como objetivo gestionar 
adecuadamente y, si es posible, rentar -porque es en beneficio del país-, muchas veces, 
en su lógica, tiene sucursales que dan pérdida, porque el objetivo principal es que existan 
servicios financieros en lugares donde el mercado no va a regular ni a atraer para que 
vayan otros agentes financieros. Entiendo eso, pero mi pregunta es la siguiente. 


La lógica de este proyecto de ley es retirar el efectivo de plaza. Si voy al 
supermercado -siempre pongo este ejemplo- y no tengo plata, en vez de caminar cuatro 
cuadras para sacar plata del cajero y volver para comprar la leche, el pan y las milanesas, 
podré ir con la tarjeta de débito y pagar por el mismo valor que el efectivo. Supongo -esta 
es la pregunta concreta- que se podrá medir el impacto de esta medida. Quiero saber si 
lo han visualizado, si tienen algún estudio en ese sentido o que nos den su opinión, 
porque una vez que se consolide este tema, hasta culturalmente se supone que habrá 
menos retiros de efectivo de los cajeros y muchas más transacciones con el plástico en 
los comercios, en la venta de servicios o en lo que sea. 


¿Ello puede contribuir a que la red de cajeros se vea saturada por retiros en efectivo 
o a desestimular los retiros en efectivo y que, por lo tanto, baje la cantidad de 
operaciones y los costos? 


SEÑOR CALLOIA.- Quiero hacer dos comentarios. 


El primero de ellos es el siguiente. El señor Presidente dijo que había algunas 
sucursales del Banco ubicadas en determinados lugares que daban pérdidas. Se ha 
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trabajado muchísimo en ese sentido y creo que a fines del año 2013, la peor de las 
dependencias del Banco tendrá una situación de equilibrio operativo; o sea que ingresos 
y costos se equilibrarán. Creo que lo vamos a lograr. La peor sucursal, hoy, está en el 
105%; o sea, un 5% de gastos por encima de sus ingresos. Se ha hecho bastante en ese 
sentido y, seguramente, vamos a completar el año con ese resultado, que es parte de lo 
que es el resultado del Banco. 


El otro aspecto es muy difícil de estimar. Solicito que se otorgue la palabra al 
licenciado Souto para que explique cuál fue la lógica que tuvieron las personas que 
utilizaron la tarjeta Mides, con una reducción de la totalidad del IVA, para que puedan 
aquilatar, realmente, que el proceso de uso de las tarjetas de débito es gradual y cultural. 
Por lo tanto, si bien se va a manifestar en la práctica, mi impresión es que ese proceso se 
dará en forma muy lenta; esta es una tendencia, pero no cambiará radicalmente la 
estructura actual. 


SEÑOR SOUTO.- Realmente, con la devolución de los 22 puntos de IVA para las 
tarjetas AFAM, 40.000 tarjetas -resalto lo que dijo el señor Presidente del Banco de la 
República-, productos comerciales clase "A", a las que se les da cuenta y tarjeta Redbrou 
-la misma que cobran sueldos y pasividades a través del Banco-, en términos 
transaccionales, el 25% se realiza a través del POS -no tengo la medida del último mes- y 
el 75% a través del cajero. Eso es diez veces más que la media de los clientes del Banco, 
pero con devolución de los 22 puntos de IVA. 


¿Cuáles son los inhibidores? El más grande es cultural. Hay una cultura de billetera 
gorda. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 
——- Efectivamente, la plata en el bolso. 


Otro elemento tiene que ver con la terminalización y la disposición de terminales en 
puntos de venta, respecto a lo cual hay que decir claramente que el esfuerzo del proyecto 
de bancarización ha dado resultados muy buenos: prácticamente se duplicaron, a partir 
de que en setiembre del año pasado empezamos a pagar AFAM a través de cuentas 
bancarias: se pasó de 10.000 a 17.000 terminales en puntos de venta. Este es un 
aspecto importante. Creo que el sistema de incentivos y los esfuerzos de los prestadores 
han apoyado esto. 


Hay otros incentivos que tienen que ver con la ventaja de pagar en efectivo y de 
cobrar en efectivo. Tengamos claro que las transacciones que se hacen por un medio de 
pago quedan blanqueadas. Allí hay otros aspectos que hay que tratar de considerar y 
tienen que ver con la fiscalización. 


Creo que es un proceso que va a ir evolucionando muy lentamente, que depende de 
los premios. Pero dar plata gratis, siete por veinticuatro, sin límite y en todos los lugares, 
no resuelve el problema, sino que lo empeora. Si vamos a liberar plata gratis en todos los 
cajeros, sin costo para todo el mundo, en cualquier momento y en cualquier lugar, en 
lugar de promover el uso de medios de pago electrónicos, generamos, además de 
inseguridad, un incentivo contrario al del uso de la tarjeta para pagar en los puntos de 
venta. Me parece que ese es un aspecto que tiene que quedar claro. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente, quiero dejar una constancia. 


Me parece que ha sido muy ilustrativa y muy importante la participación del Banco 
de la República, dando su opinión respecto a este proyecto de ley. Realmente, creo que 
es un cable a tierra. Hay fundamentos teóricos que, sin duda, abonan a favor del 
proyecto, pero cuando uno se enfrenta a la realidad, a la cultura que tiene nuestra 
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población a este respecto y a la dinámica que tiene la actividad bancaria advierte que hay 
muchos elementos que, de alguna manera, ponen en duda algunas de las definiciones 
que previamente se han tomado en el proyecto. Por tanto -me parece que eso está en el 
ánimo de todos los integrantes de la Comisión-, en la medida en que avancemos en la 
consideración de este proyecto y acordemos, eventualmente, realizar algunos cambios, 
seguramente vamos a requerir de nuevo la presencia del Banco de la República, porque 
es un actor fundamental dentro del sistema de intermediación financiera en el Uruguay y 
tiene una experiencia muy vasta; siempre va a ser de ayuda al trabajo que tiene que 
desarrollar esta Comisión. 


SEÑOR CALLOIA.- Voy a resumir algunos aspectos que hemos considerado, 
porque fuimos de lo general a lo particular y hay elementos trascendentes del proyecto y 
otros de redacción y operativos, tal vez. 


Me parece que es un buen proyecto de ley que, sin duda, va a contribuir a una 
mayor bancarización e inclusión financiera. 


Solo quiero hacer mención a algunos aspectos, que resumiré, para que puedan 
tener una visión simplificada 


Pensamos que la elección por parte de los trabajadores y de los pasivos de la 
institución en la que cobrar sus ingresos agrega un nivel de complejidad y no mejora el 
sistema de inclusión y de bancarización. Se debe tener en cuenta la problemática 
vinculada con el estímulo o el desestímulo de desarrollar redes de cajeros y los 
instrumentos que este proyecto de ley crea. Nos preocupa mucho que se desestimule a 
las redes de pago, que brindan un servicio complementario a los bancos muy importante; 
hoy, Abitab y Redpagos están realizando una tarea de gran importancia en el pago de 
jubilaciones, de pensiones y de salarios, que no sé si podría ser absorbida por otro 
intermediario financiero. 


En cuanto al problema de la inembargabilidad de cuentas y no de movimientos, 
entendemos que la ley vigente es adecuada en su redacción. Se debe tener en cuenta el 
problema de la gratuidad con relación a las operaciones entre redes o entre bancos. Se 
debe evitar incorporar en la ley aspectos típicos del decreto reglamentario. Se debe tener 
presente el problema del mínimo intangible para operaciones ya concebidas y para 
préstamos de vivienda. 


Por último, el proyecto de ley, tal como está redactado, no elimina la discriminación 
a los microempresarios; habría que incorporar por lo menos a los productores 
agropecuarios. 


Creo que esas observaciones que hacemos al proyecto de ley en ningún sentido lo 
afectan en el objetivo que persigue; pensamos que lo mejora desde el punto de vista 
operativo, elimina riesgos y lo hace de más fácil aplicación. Por lo tanto, entendemos que 
son aspectos que perfectamente pueden ser modificables, sin cambiar la estructura o la 
lógica por la que se crea este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de toda la Comisión, agradezco a la delegación 
del Banco de la República. Nos han aportado muchos elementos que nos permitirán 
seguir profundizando en la discusión de este proyecto de ley. 


Como dijo el señor Diputado Posada, quizás los molestemos de nuevo a efectos de 
seguir avanzando en este tema. 


Nos queda agradecerles su presencia, nuevamente. 
(Se retira de Sala la delegación del Banco de la República del Uruguay) 
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(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Nacional de Afiliados) 


——— La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de la 
Asociación Nacional de Afiliados -ANDA-, integrada por su Presidente, señor Washington 
Almada; la Secretaria del Consejo Administrativo, señora Cecilia Casanova, y los 
asesores, doctor Hugo Speranza y contador Ariel Szmajser. 


Pedimos disculpas por la espera; como siempre, uno programa determinado lapso 
para cada delegación, pero cuando comienzan las preguntas el tiempo se nos va. 
Creemos que el proyecto que está a consideración de la Comisión es muy importante 
como para tomarnos el tiempo necesario y poder conversar con los invitados que nos 
pueden aportar mucho sobre este tema. Sin duda, ANDA es un actor importante en la 
inclusión financiera. Por lo tanto, los vamos a escuchar muy atentamente. 


Han repartido material a los Diputados en general, por lo que, básicamente, los 
temas están planteados. De todas maneras, nos parece interesante que puedan 
desarrollar sus planteos; luego, los legisladores harán las preguntas que entiendan 
pertinentes. 


SEÑOR ALMADA.- Agradecemos que hayan aceptado nuestra solicitud de 
participar en esta Comisión -tanto al Presidente como al resto de los integrantes-, a 
efectos de fundamentar, de alguna manera, la posición de ANDA en lo que refiere a este 
proyecto de ley de inclusión financiera y de bancarización. 


Ya hemos hablado con muchos de los Diputados -creo que con la inmensa mayoría 
de los que integran esta Comisión- y les hemos hecho saber cuál es nuestra postura 
institucional en lo que refiere a este proyecto de ley. Compartimos con el Presidente de la 
Comisión de Hacienda que este proyecto de ley realmente es muy importante y pone un 
punto de inflexión en lo que hace a toda la actividad financiera en el país. Por eso nuestra 
preocupación a efectos de que en el debate se puedan analizar profundamente todas las 
consecuencias que acarrearía la puesta en funcionamiento de este proyecto de ley. En 
ese aspecto, la institución está conforme, porque sabemos que hay un espíritu de debate 
y de apertura, y que se trata de escuchar a todos los actores involucrados en este 
proyecto de ley de inclusión financiera o, como le llamamos nosotros, de bancarización, lo 
que nos parece de suma importancia. 


Voy a hacer un relato no muy largo, a efectos de dar un panorama general del 
comportamiento que la institución ha tenido a lo largo de estos ochenta años -el 18 de 
noviembre, ANDA cumplió ochenta años- y luego voy a ceder el uso de la palabra al 
doctor Hugo Speranza, Secretario de Coordinación de la Presidencia Ejecutiva, a efectos 
de que haga un detalle más profundo de cada uno de los instrumentos que entendemos 
que afectan el funcionamiento institucional. 


Como decía, ANDA cumplió ochenta años. Ha tenido una inclusión financiera desde 
siempre, fundamentalmente atendiendo a los sectores de la sociedad de ingresos medios 
y medios bajos. Además, no solo ha tenido participación en lo que hace al sistema 
financiero, sino que ofrece a sus afiliados -hoy son unos 220.000 quienes integran el 
padrón social de la institución- otros servicios. Como institución sin fines de lucro, ha 
tenido una política de distribución de las utilidades que ha generado año a año. 


Desde el punto de vista institucional, afortunadamente -por lo pronto en los años en 
que nosotros hemos estado al frente de la institución por la cual fuimos electos como 
consejeros y administradores-, hemos tenido resultados que nos han permitido volcarlos 
hacia el giro y mejorar los servicios que brindamos en ANDA-. Con ello, sin dudas, hemos 
logrado un crecimiento muy importante. 
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Ahora estamos participando en un sector financiero, sin tener una cultura financiera. 
Nosotros somos una asociación civil sin fines de lucro y el crédito que concedíamos era a 
través de una orden de compra, que quedó desactualizada. Se hicieron importantísimos 
esfuerzos y avances, a efectos de adecuarnos a los requerimientos del mercado en lo 
que hace a la actividad financiera y, en noviembre del año 1999, fuimos emisores de una 
tarjeta de crédito que nos permitió tener un crecimiento importante. 


En lo que refiere a la distribución de las utilidades de ANDA también hemos dado 
respuesta al sector de uruguayos que integran el padrón social, que, reitero, son de 
ingresos medios y medios bajos, es decir, un núcleo duro de la sociedad, en el que ANDA 
ha participado y figurado como una institución de contención, por la variedad de servicios 
que presta, tanto a través de los servicios de salud como de los de garantía de alquiler. 


En los documentos que les dejamos está explicitado que la institución, en función de 
la distribución de sus utilidades, hoy tiene una red y una cadena de clínicas odontológicas 
distribuidas en todo el país; son treinta y nueve clínicas odontológicas en las que se 
realizan prestaciones que apuntan, no solamente a la prevención para mantener un 
saneamiento odontológico, sino a la totalidad de las prestaciones. De los costos que tiene 
la salud, ANDA subsidia hasta un 70%, producto de sus utilidades. 


En cuanto a la garantía de alquiler también nos hemos preocupado de tener 
presencia nacional y de llegar absolutamente a todo el país, en instancias en que tanto la 
Contaduría General de la Nación a veces tiene dificultades para ofrecer sus servicios de 
garantía de alquiler en la totalidad del territorio nacional, como una incipiente función de 
garantía de alquiler que tiene también la Agencia Nacional de Vivienda, pero la institución 
ha cumplido con la función de poder alcanzar a nuestros socios una fianza solidaria, a 
efectos de que pueda acceder a su vivienda. 


Como decíamos, en el aspecto financiero nos iniciamos recién en el año 2012 a 
tener una contabilidad bancaria. Desde el año 1933 hasta el año 1996 la supervisión de la 
actividad de crédito de la institución, que era a través de la orden de compra, estaba 
supervisada por la Inspección General de Hacienda y por la Auditoría Interna de la 
Nación. Desde el año 1997 hasta el año 2011 la supervisión de ANDA en la actividad 
financiera la realiza el Banco Central, como administradora de crédito, además de una 
supervisión a través de una auditoría externa. Recién en el año 2012, ANDA incursiona 
en la actividad contable bancaria, lo que en la interna ha implicado una adecuación 
importante y con determinados obstáculos, a efectos de poder adecuarnos a los 
requerimientos de la actividad bancaria cuando, además, la institución presta una gran 
diversidad de servicios. 


Todos coincidiremos en que la crisis del año 2002 fue la más importante que sufrió 
el país. El Banco de la República quebró; otros bancos desaparecieron de plaza y había 
una situación social crítica, fundamentalmente para los trabajadores, ya que muchísimos 
de ellos perdieron su fuente laboral y otros tuvieron que realizar convenios a la baja para 
mantenerla. En esa situación, de la que no han pasado muchos años -estamos hablando 
de once años atrás- el crédito de ANDA al consumo se mantuvo sin ningún tipo de 
restricciones y se mantuvieron también los servicios de salud que ya estaban subsidiados 
en su momento. 


Asimismo, hubo adecuaciones tecnológicas por el lanzamiento de la tarjeta de 
crédito que hizo ANDA en el año 1999, que permitió tener un crecimiento muy importante 
que cuadruplicó sus transacciones comerciales y sus ingresos por la actividad financiera. 
Este fue el elemento fundamental que permitió sobrellevar esa crisis tan importante. Ni 
que hablar que desde el punto de vista de los trabajadores de ANDA ninguno tuvo 
situaciones de dificultad en lo relativo a la estabilidad laboral. Inclusive, tenemos el 
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privilegio, en un Uruguay en situación de caos, de decir que la institución pudo mantener 
acuerdos verbales que tenía con el sindicato, en lo que tiene que ver con los incrementos 
salariales. 


Es así que respecto a la inclusión financiera lo mencionado fue una prueba 
relevante y objetiva de la importancia de la inclusión financiera que tuvo la institución con 
la sociedad pero, fundamentalmente, con un núcleo muy duro de uruguayos con ingresos 
medios y medios bajos. Nosotros hoy contamos con aproximadamente 224.000 afiliados 
y un 80% de ellos perciben ingresos del orden de $20.000, $ 10.000, $ 15.000 y, 
evidentemente, requieren en muchísimos casos la posibilidad de participar en la inclusión 
financiera con su salario, que es la garantía fundamental, por lo que de no tener ese 
sistema de posibilidad de retención, evidentemente, no van a poder acceder a la inclusión 
financiera. 


Tal vez por la filosofía que tenemos como institución sin fines de lucro las demás 
instituciones de actividades financieras, de alguna manera, también nos ven diferentes 
dentro del sector financiero. Nosotros, a efectos de poder optimizar la posibilidad de 
crédito de nuestros socios, en el año 2009 hicimos una solicitud para integrar la Cámara 
de Tarjetas de Crédito, porque dado que nosotros éramos emisores de tarjeta de crédito 
nos parecía lo más lógico integrarla. Además, nuestra voluntad era acceder a los 
instrumentos electrónicos con los que cuenta dicha Cámara, como el POS 2000, por 
ejemplo, a través del cual se realizan todas las transacciones más importantes y de la 
inmensa mayoría de los comercios de este país. Sin embargo, la Cámara de Tarjetas de 
Crédito nos prohibió participar, en función de que ANDA era una institución sin fines de 
lucro y que no tenía por qué participar de las posibilidades de contar con un instrumento 
electrónico. En definitiva, lo que se estaba pidiendo era la igualdad para nuestros socios 
de acceder a la totalidad de los comercios porque, de lo contrario, se encontraban 
imposibilitados de tener crédito en los comercios en los cuales ellos querían comprar. 
Este es un tema de desigualdad realmente importante. 


En función de ello, la institución realizó un planteamiento ante una Comisión de 
Planeación de la Competencia del Banco Central, en agosto de 2012, a efectos de que a 
través de los mecanismos correspondientes de dicho Banco se intimara a la Cámara de 
Tarjetas de Crédito o a los propietarios del POS 2000, aduciendo que por un tema de 
competencia ANDA debería acceder a ese POS, aunque hay allí un instrumento de peaje 
que no sabemos qué costo puede tener para la institución. 


De todos modos, lo que más nos importa es que ANDA, en lo relativo a la inclusión 
financiera, desde hace quince años ha participado de uno de los objetivos de este 
proyecto de ley de inclusión financiera, que me parece relevante. Me refiero a la tasa de 
interés de sus créditos. Constantemente, en los últimos quince o dieciocho años ANDA 
ha tenido tasas de interés iguales o por debajo de las del Banco de la República. Es decir 
que acá hay un elemento objetivo en cuanto a que lo que ha pretendido ANDA, a través 
del beneficio de una ley de retención de salarios que nos ha dado el Estado, ha sido 
devolverle a la sociedad el privilegio de esa herramienta mediante los servicios que 
presta, tanto de crédito y de salud como de garantía de alquiler. 


Nosotros tenemos discrepancias con una serie de instrumentos de este proyecto de 
ley, porque entendemos que si se aprueba como está diseñado actualmente, ANDA va a 
tener un impacto muy importante en lo que hace al funcionamiento actual, y si la 
institución tiene esas dificultades, estas se van a trasladar a uruguayos socios de ANDA 
de un sector ampliamente mayoritario de ingresos medios y medios bajos. Esto va a 
afectar también, a través de las retenciones, las prestaciones que hace ANDA, por 
ejemplo, en la clínica odontológica, en la que por un arancel se accede a la totalidad de 
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las prestaciones odontológicas. Entonces, nuestros afiliados no van a poder acceder 
tampoco a ese servicio tan importante para todos, inclusive para el país, ya que las 
prestaciones van dirigidas al tema de salud bucal, es decir, a la cultura de los uruguayos 
de concurrir a la asistencia odontológica. En este sentido, también se les está dando la 
posibilidad a los jóvenes porque, como sabrán, con la cuota social con que el titular socio 
de ANDA contribuye mensualmente, en aspectos de salud se beneficia quien paga la 
cuota social, a su cónyuge e hijos menores de veintiún años. 


Acá hay un tema que tampoco es menor, ya que cientos de jóvenes pueden 
acceder, no solamente a las prestaciones básicas de mantener una salud bucal con bajo 
costo, sino a otras prestaciones, como la ortodoncia. Se trata de dar la posibilidad de lucir 
presentables a hijos de uruguayos con ingresos medios y medios bajos, ya que la 
presentación es importante también a la hora de acceder al mercado laboral. 


En ese aspecto, nosotros entendemos que esta institución sin fines de lucro ha 
cumplido su función en estos ochenta años, y ha brindado, durante los últimos veinte 
años, a través de servicios eficientes, una respuesta adecuada a los requerimientos de 
sus socios. 


No quiero que suene como un discurso, porque esto es objetivo: para quienes 
ingresamos a ANDA hace más de treinta años, conocedores de lo que era la institución 
de ese entonces y de lo que es hoy, pensar en que se llegara a tener una población de 
socios de 100.000 uruguayos era un objetivo inalcanzable. A través de la mejora y de la 
eficiencia de nuestros servicios, de poder hacer cada vez más accesibles los servicios de 
ANDA a nuestros socios, a partir de mayo de 2005 logramos llegar a los 100.000 socios, 
una cifra casi mágica y una meta dentro de la planificación estratégica. 


Creemos que lo más relevante es que desde mayo de 2005 hasta el año 2013 
hemos incrementado el caudal social en 124.000 afiliados; 124.000 uruguayos más han 
confiado en la institución y están conformes con su aporte porque la institución les 
retribuye y les da respuesta con servicios eficientes y de calidad. En definitiva, en la 
inmensa mayoría de los casos estamos respondiendo a necesidades básicas de las 
familias de los socios. Estas son pruebas más que objetivas y de fácil demostración. 


Además, los Consejos Administrativos son electos cada cinco años por los socios. 
Esto ha dado una demostración de pluralidad en la conducción de la institución pero 
también de democracia de sus órganos electivos y estatutarios. Hace dos años, a través 
de una elección voluntaria en la que ni siquiera había oposición, cerca de 40.000 socios 
se acercaron a efectos de brindarnos con su voto una muestra de aprobación de la 
gestión institucional. 


Por todos estos aspectos, entendemos que hoy ANDA es una institución líder en lo 
que hace a la economía social, con servicios absolutamente eficientes, que llegan -sin 
lugar a dudas- a dar una respuesta a los uruguayos. Además, tiene todo un camino por 
delante a través de nuevos servicios y productos para seguir posibilitando, 
fundamentalmente a los sectores de ingresos medio y medio-bajo, una mejora en su 
calidad de vida. 


Queremos plantear una serie de modificaciones a los artículos del proyecto para que 
se permita al país seguir contando con una institución de la envergadura de ANDA, con 
presencia nacional, con 224.000 afiliados, lo cual permite acceder al sistema de salud a 
unos 500.000 uruguayos, y con 1.260 funcionarios que con esfuerzo y con la 
responsabilidad que los ha caracterizado hacen que siga siendo un organismo que da 
respuesta a las necesidades de la sociedad uruguaya. 
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SEÑOR SPERANZA.- Nos vamos a remitir a una sesión anterior en la que 
estuvieron presentes en este ámbito representantes de Cudecoop y de las cooperativas 
de ahorro y crédito, y a una sesión de la Comisión Especial para el Estudio del 
Cooperativismo en la que compareció Inacoop: hacemos nuestras las expresiones 
vertidas allí pues las compartimos en su totalidad. 


Con relación al proyecto de ley de inclusión financiera, compartimos los objetivos 
generales: la universalización del acceso a los servicios financieros, el principio de 
libertad de elección por parte de los usuarios, el combate a la evasión, la mayor 
seguridad en las transacciones y, como objetivo final, la reducción de los dos puntos del 
IVA. 


Como comentario antecedente, queremos decir que si bien este proyecto de ley de 
inclusión financiera comenzó a analizarse en el ámbito del Ministerio de Economía y 
Finanzas en setiembre de 2010, según los trascendidos de prensa que hemos podido 
consultar y, a su vez, intercambios con otros actores que sí han participado de esas 
reuniones, ANDA recién fue convocada en julio de este año para presentarle el proyecto 
de ley prácticamente finalizado, a efectos de que pudiera hacer llegar las observaciones 
que entendiera pertinentes. Luego tuvimos una segunda reunión en el ámbito del 
Ministerio de Economía y Finanzas, con técnicos de esa Cartera, en la que les hicimos 
llegar nuestros reparos, que básicamente son dos, los más sustanciales: el 
desplazamiento de ANDA en la prioridad de retenciones y el tratamiento de la cuota 
social de la institución. Consideramos que para realizar inclusión financiera debe haber 
una infraestructura tecnológica que lo permita. Si el objetivo del proyecto es facilitar o 
incentivar que el mayor conjunto de transacciones se realice a través de las tarjetas de 
débito y, a tal efecto, se realicen los descuentos de IVA previstos, que pueden llegar 
hasta cuatro puntos, debe haber una infraestructura que permita su utilización. Esa 
infraestructura se manifiesta en dos componentes. Por un lado, el acceso a las redes de 
cajeros automáticos; hay un artículo en el proyecto que así lo establece, el relativo a la 
interoperabilidad de las redes de cajeros. Por otro, hay un aspecto que no vemos 
contemplado en esta iniciativa -la hemos leído y, por lo menos, en la redacción que 
hemos visto no figura-: no hay previsión alguna respecto a la interoperabilidad de las 
redes de POS. 


El Presidente Almada manifestó cuál es el tratamiento que ha recibido ANDA en 
materia de posibilidad de acceso a esa infraestructura tecnológica, que es muy 
importante. Sabemos que ello puede estar previsto en otros proyectos de ley, pero es un 
componente esencial de la inclusión financiera que debiera estar incorporado en este. A 
su vez, es necesaria no solo la interoperabilidad de las redes de cajeros sino también una 
regulación de los precios que se pueden cobrar por el acceso al uso de esas redes de 
cajeros. 


Con relación a los artículos, reiteramos que compartimos los objetivos del proyecto 
de ley, pero tenemos reparos en su forma de instrumentación. 


El artículo 4* prevé la creación de instituciones emisoras de dinero electrónico y que 
las mismas tendrán que obtener la autorización del Banco Central del Uruguay para 
poder emitir estos instrumentos. Este Banco, por "razones de legalidad, de oportunidad y 
de conveniencia" podrá aceptar o rechazar estas solicitudes. Tal como están planteados 
los artículos 4* y 5% de este proyecto, para que ANDA pueda emitir una tarjeta prepaga, 
es decir, una estrategia totalmente defensiva para que algún sector de sus afiliados 
puedan cobrar sus haberes en la institución, tendría que crear una sociedad anónima. Se 
ha manejado que el componente fundamental es prevenir eventuales riesgos de iliquidez, 
por lo cual, como asociación civil sin fines de lucro, ANDA tendría que crear una sociedad 
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anónima para solicitar la autorización del Banco Central y, a su vez, acceder a la 
infraestructura tecnológica, al software, crear una fuerza de ventas, aspectos 
patrimoniales, etcétera. Esto es complejo para una institución como ANDA. Si tenemos 
que atravesar por esas circunstancias, nos esforzaremos en hacerlo, pero queremos 
trasmitir la complejidad. No vemos inconvenientes en que se pueda prever en el 
articulado que instituciones como ANDA o las cooperativas puedan emitir directamente 
instrumentos de dinero electrónico; si el tema es el riesgo de la liquidez, que ese dinero 
esté encajado en un Banco y que constituya un patrimonio de afectación que no se pueda 
tocar. Ese es uno de los aspectos que planteamos para modificar el artículo 4*. 


En el artículo 10 se define un cronograma de incorporación de los trabajadores para 
el cobro de sus haberes. Compartimos el objetivo de que los trabajadores deben tener 
libertad de elección de la institución donde prefieren cobrar sus haberes pero, tal cual 
está diseñado el proyecto de ley, estos recién lo van a poder hacer un año después de 
promulgada la ley o de su entrada en vigencia. En este artículo se define que serán las 
empresas, en las cuales están en relación de dependencia los trabajadores, las que 
elegirán la institución en la cual deberán cobrar sus haberes. Muchos de estos 
trabajadores ya están bancarizados y ya cobran sus haberes en instituciones bancarias. 
El proyecto establece que "El cronograma de incorporación no podrá exceder de seis 
meses contados desde la fecha de reglamentación de la presente ley y podrá contemplar, 
como criterio de segmentación, el tamaño de las empresas" y faculta al Poder Ejecutivo a 
prorrogar por seis meses más. Nosotros decimos que en ese cronograma de 
incorporación las empresas van a tener un año para elegir dónde sus trabajadores 
cobrarán sus haberes. Lo que planteamos es que la libertad de elección sea desde el 
inicio de funcionamiento de la ley y que se establezca un plazo de un año para que, si el 
trabajador todavía no ha elegido, por defecto, la empresa empleadora tenga la posibilidad 
de elección. 


El otro punto que cuestionamos en el proyecto de ley es el artículo 30, que refiere a 
la prioridad en las retenciones sobre retribuciones salariales y pasividades. En este caso, 
reiteramos lo mismo que han expresado las cooperativas en este ámbito: no se puede 
tratar de manera igualitaria o nivelar oportunidades de mercado, como se ha planteado, 
en el caso de actores que tenemos fortalezas diferentes o que tenemos capacidades 
distintas, con otra potencia económica y financiera. Lo que planteamos es que la 
retención para el crédito de nóminas siga el mismo régimen previsto en el artículo 28 de 
la Ley N* 17.829, que es la que regula las retenciones en nuestro país desde el año 2004, 
ha tenido una pacífica aceptación por parte de los actores y todos estamos conformes 
con la manera en que se ha venido aplicando. La misma salvaguardaría a aquellas 
instituciones más débiles que han realizado, y se pretende que continúen realizando, 
inclusión financiera. 


También planteamos modificaciones al artículo 31, que refiere a la tasa de interés 
máxima de los créditos u otro tipo de financiamiento con descuento de nómina. Esto 
refiere a incorporar en el artículo 2* de la ley de retenciones un tope para las instituciones 
que otorgan crédito con retención de haberes y ese tope se remite a la tasa de interés 
que cobra el Banco República incrementado en un 10%. El Banco República está 
cobrando una tasa de interés de 28% o de 29%; con ese 10% que se incremente estaría 
en 32% 0 33%. Teniendo en cuenta la realidad de las cooperativas y la propia realidad de 
ANDA, si bien cobra una tasa similar a la del BROU, no nos parece de buen criterio dejar 
establecido en una norma un tope tan bajo cuando el Banco República podría manejar 
esa tasa de interés a efectos de reducirla aún más y de dejar fuera de mercado a 
instituciones como ANDA o las cooperativas. En ese sentido, planteamos que ese 
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porcentaje de 10% de la tasa media de interés se incremente al 50% de la tasa media de 
interés de los créditos al consumo que refiere a la tasa de interés del BROU. 


Otro punto que nos parece relevante es lo que se regula en el artículo 32, que 
refiere al mínimo intangible. El mínimo intangible está regulado en la ley de retenciones 
del año 2004, en la cual se estableció que ninguna persona física podía cobrar, por 
concepto de retribución salarial o pasividad, una cantidad en efectivo inferior al 30% del 
monto nominal deducido de las contribuciones de seguridad social y del IRPF. En el 
proyecto se plantea elevar ese porcentaje a 40% el 1% de enero de 2015 y a partir del 1* 
de enero de 2016, a 50%. Entendemos el objetivo de que los trabajadores tengan más 
líquido en su bolsillo, pero hay una realidad que refiere a las remuneraciones que 
perciben los trabajadores y los pasivos del Uruguay en la cual un inmenso contingente de 
ellos tienen ingresos inferiores a $ 15.000 o a $ 20.000. Esto lo dice el Instituto Cuesta 
Duarte y hay varios números al respecto. 


Tal cual está planteada la regulación, si el trabajador va a tener la posibilidad de 
contar con un líquido de 50%, el efecto que se va a obtener es que las necesidades de 
ese trabajador que tiene ingresos inferiores a $ 15.000 o a $ 20.000 no disminuyen. Hoy 
en día, esos trabajadores necesitan del crédito de instituciones como ANDA o de las 
cooperativas para poder comprar alimentos. Entonces, si no tienen la posibilidad de 
ofrecer en garantía sus sueldos, la realidad es que van a tener que ir a otras instituciones 
que cobran tasas de interés mucho más elevadas. 


Por lo tanto, nuestra propuesta es la siguiente. En el caso de trabajadores que 
tengan garantías de alquiler, elevarles el líquido al 50% prácticamente los dejaría sin 
posibilidad de acceder al servicio de garantía de alquiler, y este universo de uruguayos 
básicamente arrienda su vivienda. Lo que planteamos en este caso es que se eleve el 
mínimo intangible al 40% a partir del 1% de enero de 2016, pero que se exceptúe de ese 
mínimo intangible la retención por concepto de servicios de garantía de alquiler a efectos 
de garantizarle que podrá seguir usufructuando de ese servicio y que podrá, con 
tranquilidad, afrontar el arriendo de una finca con las garantías requeridas. 


También manifestamos reparos al artículo 72 que en el proyecto del Ministerio de 
Economía y Finanzas refiere a la prohibición de condicionamiento en la oferta de 
productos y de servicios financieros y no financieros. Esto regula la venta cruzada de 
servicios. Entendemos cuál es el objetivo, que no se oculte o se presente como cuota 
social lo que, en realidad, es el cobro de una tasa de interés, pero las regulaciones 
actuales, la regulación del artículo 16 de la Ley de Usura, que prevé esta hipótesis, que 
prevé un tope para la cuota social y excluirla de la tasa de interés implícita, tiene una 
regulación muy adecuada y es que a ese tope pueda accederse en la medida en que la 
cuota social que cobren instituciones como ANDA y las cooperativas -como lo expresó el 
Presidente Almada- sirvan para financiarse y para desarrollar un conjunto de servicios 
muy necesarios y eficientes para el conjunto de nuestros afiliados. La institución tiene que 
demostrar ante la Auditoría Interna de la Nación -tal como lo hace hasta la fecha-, 
presentando una declaración jurada para que esta controle que la cuota social realmente 
esté justificada con relación a los servicios sociales que presta. En tal sentido, 
presentamos una propuesta de venta cruzada de créditos en efectivo y en tarjeta de 
crédito, en la que acompañamos que el afiliado o el socio tiene que estar informado de 
cuáles son los servicios que presta la institución, cuáles son los costos y cómo se prestan 
esos servicios. Hay una propuesta de regulación que ha supervisado el Banco Central del 
Uruguay en materia de venta cruzada, y nosotros la hacemos nuestra, la compartimos y 
consideramos que puede incorporarse en reemplazo de este artículo 72. 
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Otro punto tiene que ver con el artículo 75, que refiere a la interoperabilidad de las 
redes de cajeros y otros dispositivos que habiliten la extracción de efectivo. Está previsto 
en la norma que se incorpore la interoperabilidad de las redes de POS por lo ya 
expresado oportunamente, y no lo vemos planteado en este proyecto. 


Otro aspecto que nos parece interesante que el proyecto podría contemplar es que 
establezca la prohibición de otorgamientos de beneficios o premios para que los 
trabajadores elijan una institución u otra, tal como se hace en otras actividades reguladas. 
Nos parece que eso agregaría mayor transparencia en la elección del trabajador o del 
pasivo. 


Tenemos aquí un material para dejar a la Comisión con las propuestas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- He leído muy atentamente el documento aportado en su 
oportunidad, hemos tenido más de un contacto y hemos conversado al respecto. Hubo un 
aspecto referido a los premios que ustedes incluyeron al final y que no lo habían 
presentado en el primer proyecto, sobre el que hablaron las autoridades del Banco 
República hace un rato. Con respecto a la propuesta original que ustedes planteaban, 
hoy escuché una variante -quiero que me confirmen si es así-; me refiero al documento 
original de la tasa promedio de más del 10%. Es más; por un tema de relacionamiento 
con el Poder Ejecutivo, uno le da el argumento lo que tuvo como consecuencia que 
cambió el artículo anterior, porque venía solo tasa promedio, y le agregó un 10% a partir 
de la propuesta que en su oportunidad hizo ANDA y que entendió razonable. Ahora 
escuchamos que hay una variante; sería interesante saber si escuché mal o si es que hay 
una variante y cuál es el fundamento. 


SEÑOR SPERANZA.- Escuchó bien, y es una variante. Esto surge luego de la 
lectura de la versión taquigráfica, en la cual manifestaron su posición las cooperativas y 
queríamos contemplar esa situación también en el sentido de agregar un colchón mayor, 
es decir, un margen mayor a efectos de moverse en el ámbito del cobro de la tasa de 
interés y basado, sobre todo, en que el ente testigo para la fijación de la tasa de interés 
es el BROU, y eso nos dejaría supeditado a los manejos de la tasa que pueda realizar el 
Banco de la República, por eso solicitamos un margen mayor. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que es un problema de expresión, porque una cosa es un 
10% más de lo que fije el BROU, otra, es un más en términos absolutos de lo que fije el 
BROU y otra cosa es un 10% más de la tasa que fije el BROU. Creo que ahí vienen las 
diferencias. 


Quisiera saber cuánto es la famosa cuota social que cobra ANDA, para tener una 
idea. 


SEÑOR ALMADA.- Tenemos diferenciada la escala de cuota social de acuerdo a 
socios pasivos y activos, a los ingresos y a si son de Montevideo o del interior. 


En los pasivos, quienes perciben de $ 0 a $ 5.600, en Montevideo, la cuota es de 
$ 353 y, en el interior, de $ 348. Quienes perciben entre $ 5.601 y $ 8.000, en Montevideo 
la cuota es de $ 393 y, en el interior, de $ 400. Quienes perciben más de $ 8.001, en 
Montevideo es de $ 405 y en el interior $ 400. 


Se ha creado una categoría especial de pasivos del Banco de Previsión Social y la 
Caja Policial, que perciben remuneraciones entre $ 0 y $ 6.750, donde la cuota es de 
$ 200. Téngase claro que esta cuota social amplía los beneficios del socio que paga la 
cuota al cónyuge e hijos hasta los 21 años. 
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En cuanto a los socios activos, quienes perciben un sueldo entre $ O y $ 8.000, en 
Montevideo la cuota es de $ 494 y, en el interior, $ 489. Y quienes perciben más de 
$ 8.001, en Montevideo pagan $ 507 y, en el interior, $ 502. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que estos temas los hemos venido conversando. 
Seguramente, vamos a seguir en contacto, porque este proyecto se va a discutir a fondo, 
como lo venimos haciendo. 


Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 
(Se retira de Sala la delegación de ANDA) 


(Ingresa a Sala el economista Julio de Brun, representante de la Asociación de 
Bancos Privados del Uruguay) 


—— La Comisión tiene el agrado de recibir al economista Julio de Brun, Director 
Ejecutivo de la Asociación de Bancos Privados del Uruguay, ABPU. 


Pedimos mil disculpas por el atraso. Hoy recibimos a autoridades del Banco de la 
República y de ANDA. Normalmente, uno calcula qué tiempo demanda, pero este 
proyecto es muy importante y, por ende, se abundó sobre algunos artículos y sus 
conceptos. 


Seguramente, habrán recibido las versiones taquigráficas de la Comisión y habrán 
conversado sobre este tema a nivel del equipo económico. Por lo tanto, nos importa 
conocer los puntos de vista de la entidad que representa. 


SEÑOR DE BRUN.- Básicamente, este es un proyecto de ley que consideramos 
interesante y que acompañamos en lo que fue su proceso de gestación desde hace ya 
dos años. 


Es una iniciativa cuyos principios generales compartimos pero que, en su redacción 
-tal como está- tiene algunos problemas operativos que entendemos pueden ser 
mejorables sin perder los objetivos generales del proyecto que, de acuerdo con lo 
señalado por el señor Ministro de Economía y Finanzas -según consta en la versión 
taquigráfica de esta Comisión durante la presentación del proyecto-, básicamente procura 
extender la inclusión de servicios financieros a sectores de la población que por distintas 
razones hoy están excluidos. Si ese es el objetivo, entendemos que todos los recursos 
que de alguna manera se aplican -ya sea del sector público como también del sector 
privado- en este proyecto deberían estar en ese segmento de la población, a fin de 
optimizar los resultados en ese sentido. 


Mi idea es, fundamentalmente, comentar la ley, pero no es posible señalar 
objeciones a algunos de los artículos del proyecto -sin intentar polemizar con el señor 
Ministro de Economía y Finanzas- sin por lo menos plantear alguna objeción a lo que fue 
parte de su argumentación en la sesión que se realizó en esta Comisión días atrás 
porque, a nuestro entender, un diagnóstico equivocado del problema puede dar lugar a 
recomendaciones de políticas equivocadas, y eso es lo que queremos evitar en este 
proyecto. 


Hay una hipótesis que está subyacente en la elaboración del proyecto y que se 
manifiesta en varios de sus artículos. Me refiero -como lo ha señalado el señor Ministro 
de Economía y Finanzas- a que la falta de acceso de algunos sectores de la población a 
servicios financieros es, básicamente, consecuencia de ofertas generadas por la actitud 
del sector financiero y, fundamentalmente, del sector financiero privado. Entre las tesis 
que el Ministro manejó en su exposición está la falta de profesionalidad en el sistema y, 
entre otras, la obtención de sobreganancias o sobrerrentas en el sector que -según él- lo 
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hace sentir cómodo y, por lo tanto, poco motivado a ampliar el espectro de clientes y 
demás. Asimismo, compara la situación actual con la de una supuesta "edad dorada", que 
ubica como anterior a la crisis de 1965, en la cual el sistema financiero llegaba con 
mucha más profundidad al conjunto de la población. 


Además, entre otras cosas, señala como falla de lo que ha sido el proceso de 
liberalización financiera en Uruguay que en ese proceso no se haya llegado más 
profundamente a determinados sectores de la población. Eso, en resumidas cuentas - 
perdóneseme si en algún comentario no recogí o no entendí exactamente el pensamiento 
del Ministro- es lo que me surge de la lectura de sus declaraciones en Comisión. 


Desde el punto de vista de los bancos privados, no compartimos ese diagnóstico. Si 
hacemos un nuevo "racconto" de la evolución del sistema financiero en los últimos 
cincuenta años, arribamos a una percepción exactamente contraria a la del Ministro. 
Fueron los períodos de liberalización financiera los que llevaron a una determinada 
exuberancia y a un sobredimensionamiento del sector, y permitieron que los bancos 
tuvieran la magnitud y penetración que el Ministro añora en su exposición. Precisamente, 
ese sobredimensionamiento del sistema fue el que condujo, primero, a la crisis de 1965, 
que dio lugar -recién en ese momento- al primer organismo regulador en materia del 
sistema bancario: la Comisión del Sistema Financiero del Banco de la República. A 
mediados de los años setenta, vino un nuevo período de liberalización, que también dio 
lugar a una exuberancia y a un crecimiento de bancos y de sucursales; se dio desde 
mediados de la década de los setenta hasta la crisis de 1982. Esa crisis dio lugar a un 
nuevo proceso de aumento de intensidad de la regulación bancaria, con los cometidos 
que la ley otorgó, en ese momento, a la Superintendencia de bancos, que se han ido 
acrecentando con el tiempo, cada vez que una crisis nos dio nuevas lecciones en materia 
de supervisión y de regulación. 


Entonces, ese apartamiento, ese alejamiento de la prestación de servicios bancarios 
respecto de ciertos segmentos de la población no viene de la mano de una liberalización 
del sector, sino, por el contrario, de un aumento de la regulación del sector, con los 
costos que ello implica y con la mayor exigencia de prudencia que ello conlleva, en 
muchos casos. En definitiva, el rendimiento por peso de recurso aplicado tiene mucho 
que ver con el volumen de operaciones que cada cliente aporta al banco. En la medida en 
que los costos de los bancos han sido crecientes, a lo largo del tiempo, el sesgo de la 
actividad bancaria se ha inclinado hacia actividades que requieren menos recursos 
humanos y materiales por peso generado en el cliente, lo que naturalmente lleva a una 
concentración de clientes con volúmenes grandes. Entre tener una cartera de 
US$ 10:000.000 repartida en diez clientes de US$ 1:000.000 cada uno y tener una 
cartera US$ 10:000.000 repartida entre un millón de clientes de US$ 10 cada uno, resulta 
mucho más operativo para el banco la cartera concentrada en pocos clientes. 


Esa es la realidad con la que, gradualmente, ha ido evolucionando el sistema a lo 
largo del tiempo, cada vez con menos instituciones, cada vez con una red bancaria 
menos densa de sucursales y cada vez con menos empleos. Esto no es producto de 
desidia, de falta de profesionalismo, sino que es una reacción natural, de equilibrio, ante 
una situación en la que los costos del sector han sido crecientes, en parte, por la 
dinámica propia del sector y, en parte, por cuestiones impositivas. 


El sector bancario es el que tiene una de las brechas más altas entre el costo para 
el empleador y el costo para el empleado de todas las actividades productivas del 
Uruguay, como consecuencia de lo que ha sido el encarecimiento del costo de un sistema 
de seguridad social propio que cada vez tiene menos aportantes con relación al número 
de beneficiarios. También es el sector que paga el Impuesto al Patrimonio más alto -tiene 
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un Impuesto al Patrimonio mayor que el de otros sectores, por razones que no llegaré a 
entender jamás- siendo, además, prácticamente el único sector de la economía cuyo 
patrimonio mínimo está regulado, con relación a su actividad. Cualquier empresa, más 
allá del patrimonio mínimo que implique la constitución de una sociedad, puede elegir la 
mezcla de financiamiento que desee. Los bancos deben tener un patrimonio mínimo, en 
función de su actividad, establecido por la regulación bancaria. Además, se le pone un 
impuesto sobre esto que es más alto que el Impuesto al Patrimonio que pagan otras 
actividades. Tener un impuesto más alto genera el incentivo de que el patrimonio 
ajustado por riesgo que calculan los bancos sea el menor posible. Eso lleva a una 
composición de activos ajustada por riesgo que sea la menor posible desde el punto de 
vista de la actividad bancocentralista, con lo que también, nuevamente, se genera un 
incentivo a incurrir en menores riesgos y en tener la mayor liquidez posible dentro de la 
composición total de los activos. 


Como si esto fuera poco, los incrementos en materia de encajes establecidos por la 
política monetaria en los últimos años han ido generando que prácticamente por cada 
$100 que recibe el sistema bancario apenas pueda prestar $50. Por lo tanto, ante una 
situación de excesos de fondos y de alta inmovilización de fondos dada por la política 
monetaria -con toda la legitimidad que eso pueda tener- es difícil pedirle a los bancos 
que, además, promuevan el ahorro. Resulta difícil pedirles que generen mayores tasas de 
interés para incentivar el ahorro y captar ahorristas si después tienen que tener esos 
fondos inmovilizados, sin capacidad de poder prestarlos. 


Hay una confluencia de factores institucionales que hacen al funcionamiento de la 
economía, a la regulación específica de los bancos y a la tributación que están en la base 
de lo que ha sido el comportamiento del sistema bancario en los últimos cincuenta años y 
que dan una explicación científicamente más razonable de lo que ha sido el 
comportamiento que las hipótesis manejadas aquí por el Ministro. 


En cuanto a la falta de profesionalismo del sector, si uno cruza la encuesta de 
hogares por nivel educativo con los sectores de actividad, va a encontrar que la actividad 
financiera es la que tiene mayores niveles de escolaridad. También va a encontrar que la 
actividad financiera es uno de los sectores que tiene, un poco por la edad promedio de 
sus trabajadores -fenómeno que el señor Presidente de la Comisión conoce bien; con 
esto no estoy haciendo referencia a la edad del señor Presidente, pero él conoce la 
realidad en materia de las características demográficas del sector-, muchos años de 
experiencia en su fuerza laboral; es de los que tienen más años, junto con el sector 
público. Además, es un sector en el que las empresas invierten en capacitación - 
probablemente tenga los mayores índices dentro de la actividad económica en Uruguay- 
y uno de los sectores con mayor nivel de remuneración por trabajador ocupado. Si uno 
combina educación, entrenamiento, experiencia y remuneración, creo que llega a la 
definición perfecta de profesional. Entonces, mal se puede hablar de falta de 
profesionalismo en el sector. 


No sé si la tesis del Ministro está basada en algún otro tipo de hipótesis, como ser 
que los profesionales en el Uruguay son malos, que los bancos seleccionan, 
especialmente, malos profesionales, o que los bancos tienen una característica especial 
que hace que los profesionales se deterioren cuando trabajan para ellos. No encontramos 
sustento en el argumento de la falta de profesionalidad. 


Tampoco encontramos sustento en el argumento de exceso de rentas. Desde que 
empecé a estudiar economía, en el primer año de facultad uno advertía que si un sector 
tenía exceso de renta, más competidores querían entrar a él. Si no podían entrar era 
porque existía algún tipo de barreras a la entrada. La realidad que uno observa en el 
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sistema bancario, en los últimos diez o quince años, es que cada vez tenemos menos 
bancos. Si es un sector en el que cada vez hay menos empresas y cada vez menos 
empresas nuevas están dispuestas a entrar, difícilmente se lo pueda catalogar como un 
sector que capta exceso de rentas. De hecho, en las últimas cinco transacciones 
bancarias de operaciones de compra de bancos importantes que se han hecho en los 
últimos seis o siete años solo en dos de ellas entró un actor nuevo en sustitución del 
banco que vendía; en las otras tres, lo que se están dando son procesos de fusión. 


Entonces, no siendo el exceso de rentas, la comodidad o la falta de profesionalismo 
la explicación de lo que ha generado que ciertos sectores de la población no tengan fácil 
acceso a los servicios financieros, la explicación la debemos encontrar en otro lado y, 
como dije, está básicamente en los costos de operación de los bancos. Los bancos son 
caros en su funcionamiento. En función de esos costos, prestan servicios de alto valor 
agregado. Quienes más aprecian esos servicios de alto valor agregado son, 
generalmente, los segmentos de población de ingreso medio y alto; entonces, ahí, 
naturalmente, se da un proceso de concentración. Si uno quiere corregir eso e impactar 
en ello, puede hacer políticas especialmente dirigidas a los sectores de ingresos medios y 
bajos. Creemos que hacia ese sector se deberían estar apuntando los incentivos que 
genera este proyecto de ley. Está claro que en la medida en que uno promueva 
masificación en el pago de salarios y de otras remuneraciones a través del sistema 
bancario y en la medida en que uno dé a los bancos las mismas condiciones en materia 
de privilegio para la recuperación de créditos que tienen otras instituciones que pueden 
descontar directamente de la nómina salarial, se reducen enormemente los costos de 
operación de los bancos, ya sea para captar esos clientes y ofrecer ciertos servicios, 
como los créditos, lo que, evidentemente, facilita la mayor penetración de los servicios 
bancarios en esos segmentos de la población. 


Por lo tanto, no se trata de que estemos en contra de la apertura de cuentas para 
los salarios en forma generalizada, como lo establece el proyecto de ley -también 
consideramos positiva la libertad del trabajador para elegir esas cuentas-, pero hay 
algunos aspectos operativos que considero que deberían ser modificados. 


En primer lugar, debe tenerse en cuenta que aproximadamente de 1:300.000 de 
ocupados que hay hoy en Uruguay, entre 500.000 y 600.000 trabajadores reciben 
sueldos a través del sistema bancario. Esta cifra puede estar algo sobrestimada por el 
hecho de que hay gente que cobra dos sueldos y, eventualmente, puede tener dos 
cuentas para ello, pero también puede estar sobrestimada por el hecho de que no estoy 
incluyendo aquí a la gente que cobra su remuneración y la deposita en el banco, sin que 
la institución tenga registrada esa cuenta como de sueldo propiamente dicho. Esa es la 
realidad de la inmensa mayoría de los profesionales. Hoy, los honorarios profesionales, 
en su gran mayoría están bancarizados en muchos casos, no porque haya convenios 
específicos por tener cuentas de honorarios, sino porque, simplemente, el profesional 
opta por recibir esos servicios bancarios. 


Entonces, el problema que vemos en este proyecto de ley es que sobre un número 
muy importante de cuentas que ya hoy están bancarizadas -de asalariados, honorarios 
profesionales, pasividades, que hoy ya usan el servicio bancario-, sobre ese universo, se 
obliga al sector privado -incluyo al Banco de la República, que en definitiva es un banco 
comercial más, por más que el propietario sea el Estado- a prestar en forma gratuita un 
servicio cuyos clientes hoy pagan voluntariamente; lo pagan ellos o la empresa, pero 
alguien lo paga. Entonces, de alguna manera, se está generando una renuncia de 
recursos del sistema a favor de un público que hoy ya está incluido financieramente. 
Como de algún lado habrá que sacar esos recursos, el efecto que tendrá el hecho de 
subsidiar a alguien que en realidad no lo necesita -ya que hoy recibe el servicio sin 
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necesidad de recurrir a ese subsidio o gratuidad- será que los bancos deberán recuperar 
esos costos en otro lado, porque no es cierto que los bancos tengan exceso de ganancias 
y que, por lo tanto, podrán renunciar libremente a ellas a favor de ciertos sectores. 


Si lo que busca el proyecto realmente es incluir a los excluidos y no subsidiar a los 
ya incluidos, pensamos que el diseño de las cuentas de sueldos y pasividades que está 
previsto en el proyecto de ley debería estar acotado a una franja de la población que uno 
podría pensar que, en líneas generales, reúna las características de los que hoy se 
consideran excluidos del sistema financiero. En principio, nuestra propuesta -obviamente, 
puede ser discutida, en busca de mayores elementos- es que esa apertura obligatoria de 
cuentas gratuitas que prevé el proyecto de ley esté concentrada en los sueldos y las 
pasividades que no llegan a lo que podría ser, por ejemplo, la primera franja del Impuesto 
a la Renta de las Personas Físicas. O sea, en otros términos: los que hoy la 
Administración considera que tienen ingresos insuficientes como para no tener que pagar 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas son los que deberían recibir el beneficio, con 
plenitud, de acceder a cuentas bancarias con la gratuidad que prevé el proyecto de ley. 
No incluyo a los honorarios profesionales, porque, en su gran mayoría, acceden a estos 
servicios, a menos que se establezca una franja de honorarios profesionales muy bajos a 
los que se pudiera extender este beneficio. 


Resumiendo, nuestra propuesta de modificación en este sentido es que esas 
cuentas básicas, ya sea de salarios, pasividades u honorarios profesionales, estén 
circunscriptas a una franja que consideremos de ingresos bajos, que es donde está la 
mayor parte de los que hoy están excluidos del sistema. Para el resto, también se abrirá 
cuentas de sueldos. Está bien que el proyecto de ley exija que se abran cuentas de 
sueldos para el resto, pero dejemos que sea la competencia de los actores bancarios y 
de los adicionales que genere este proyecto de ley los que determinen el alcance de los 
beneficios que tendrán esas cuentas. Si esas cuentas interesan, seguramente la 
institución financiera, ya sea emisora de dinero electrónico o bancaria, va a ofrecer lo que 
el mercado dicte como necesario para que el trabajador elija libremente esa entidad y no 
otra. Además, se está dando, precisamente, la libertad de elegir al trabajador, al 
profesional o al pasivo. 


Esa es nuestra primera observación. 


La segunda observación tiene que ver con un tema que hemos discutido con el 
Ministerio de Economía y Finanzas, y se nos dijo que, en principio, lo resolvería la 
reglamentación, pero creemos que es un aspecto muy importante como para que quede 
marcado en la ley. De acuerdo con el texto -no recuerdo en este momento el artículo 
exacto-, se establece que el banco no podrá rechazar a ningún cliente de estas cuentas. 
Eso está bien. Lo que se busca evitar es que los bancos elijan a los clientes y hagan un 
proceso de segmentación. 


Ahora bien: eso genera un problema. Esa negativa en forma general debería tener 
una válvula de escape para una situación que, en este contexto, es muy relevante desde 
el punto de vista de los riesgos operativos para el sistema bancario, que tiene que ver con 
el lavado de dinero. En repetidas conferencias y en las advertencias que se hacen en el 
ámbito internacional se indica que el pago de sueldos a través de las cuentas es, 
precisamente, una de las actividades sensibles, sobre la cual hay que tener cierta 
atención. En la operativa actual de pago de sueldos a través de cuentas bancarias lo 
normal es que la empresa que paga los sueldos sea cliente del banco. Entonces, el 
problema del origen de los fondos queda resuelto, porque el banco conoce a quien paga 
el sueldo, sabe de dónde provienen los fondos de la empresa que está pagando esa 
remuneración. En este contexto de libertad eso ya no tiene por qué ocurrir. Una empresa 
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puede ser cliente del banco A y el trabajador puede elegir al banco B. Por lo tanto, el 
banco B no conoce a la empresa que paga esos sueldos y, en principio, no está seguro 
de la legitimidad de los fondos. 


Esto requiere un mayor proceso de afinamiento de controles y de cooperación de 
información del sistema, para poder detectar posibles operaciones sospechosas. La más 
típica es que alguien que realiza una actividad ilegítima simule una empresa - 
simplemente, la registra en el Banco de Previsión Social-, simula una lista de sueldos a 
pagar y los introduce en el sistema bancario. 


Por lo tanto, tal como está hoy planteado el proyecto de ley no da ninguna 
posibilidad a que una institución bancaria frene, bloquee o evite la apertura de una cuenta 
en la cual pueda haber circunstancias sospechosas en cuanto a su apertura o sus 
movimientos. Creo que esa excepción debería estar expresamente planteada en la ley, a 
fin de tener una herramienta de protección del sistema frente a situaciones que puedan 
dar lugar a abusos. 


Esto está relacionado con otra iniciativa que tiene el proyecto, que es la de los 
emisores de dinero electrónico. Comprendemos el objetivo del Ministerio de Economía y 
Finanzas en cuanto a generar nuevas instituciones que, eventualmente, le generen 
competencia al sector y demás, dentro de ese diagnóstico de falta de competencia y de 
sobrerrentas que el sector tiene, pero quiero hacer un par de advertencias en este 
sentido. 


En primer lugar, introducir un nuevo actor en lo que es el sistema de pagos en la 
economía es, en sí, un riesgo para el sistema de pagos, máxime cuando ese nuevo actor 
no cuenta -en las características previstas en la ley- con el respaldo que, en última 
instancia, el Banco Central le presta al sistema bancario. En otros términos, estamos 
habilitando nuevos actores que tienen pasivos que son aceptados como medio de pago 
en la economía, cuya sostenibilidad como medio de pago depende intrínsecamente de la 
fortaleza patrimonial de ese emisor de dinero electrónico. 


Entonces, por más que digamos que esos emisores de dinero electrónico están 
supervisados por el Banco Central, lo único que hacemos es pasar el problema al Banco 
Central. No nos podemos quedar simplemente con la tranquilidad de que porque 
ponemos en un texto de ley que está controlado por el Banco Central no va a pasar nada, 
porque ya sabemos que han pasado cosas con entidades supervisadas por el Banco 
Central. Creo que incrementar el número de entidades supervisadas por el Banco Central 
lo único que hace es relajar la capacidad de regulación y supervisión del sistema, es 
decir, sobrecalentar la capacidad de recursos del Banco Central, ampliando su base de 
control y, por lo tanto, generando potenciales problemas en materia de supervisión en 
todo el sistema. Ese es un riesgo que, de por sí, por la creación de este nuevo tipo de 
agente hay que tener en cuenta. 


El segundo elemento es que, como una suerte de garantía, el proyecto prevé la 
creación de un patrimonio de afectación independiente en este tipo de entidades, 
estableciendo que la cuenta, es decir, la contrapartida del valor circulante del dinero 
electrónico, va a estar depositada en un banco. Personalmente, le veo singulares 
problemas operativos a que algún banco quiera tener esta cuenta, en primer lugar, por el 
conflicto que ello supone con la normativa del Banco Central en materia de fondos de 
terceros. Ustedes saben que cuando un banco maneja una cuenta de alguien que, a su 
vez, recibe fondos de otras -típicamente, muchos profesionales, como escribanos y 
abogados- el Banco Central le exige al banco que sepa de dónde vienen los fondos, no 
solo del que es cliente del banco, sino también de las personas sobre las cuales ese 
cliente está moviendo fondos. Esto implica un rastreo, un costo operativo y un riesgo 
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operacional muy importantes para cada banco que maneja estas cuentas con fondos de 
terceros. 


Aquí está planteada una situación típica en la que este tipo de cuentas tiene, en sí, 
un alto riesgo operacional para los bancos. Ni que hablar de si esa cuenta, además, tiene 
que estar en efectivo, porque va a ocasionarle uso de espacio del Tesoro al banco y los 
seguros correspondientes; si está invertida en ciertos instrumentos le va a ocupar líneas 
de crédito y capacidad de esos instrumentos financieros al banco, y demás. Es decir que 
estas cuentas tienen un costo para el banco y eso, en sí, no deja de ser un problema. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——— Creo que es una muestra clara de las dificultades que puede llegar a tener cualquier 
emisor de dinero electrónico de encontrar, finalmente, algún banco que le acepte tener la 
custodia de estos fondos, por lo que si se va a seguir adelante con esta iniciativa, 
personalmente sugeriría que esa cuenta, además, tenga la opción de ser depositada en 
el Banco Central del Uruguay. Si el Gobierno quiere que haya un emisor de dinero 
electrónico, yo diría que esa cuenta, si no encuentra otro banco que se la quiera tener, 
pueda estar depositada en el Banco Central, lo cual parece lógico en última instancia, si 
estamos hablando de un dinero electrónico que es cuasi sustituto del dinero físico que 
habitualmente emite el Banco Central del Uruguay. 


Hay otras cuestiones que no entendemos mucho del proyecto de ley. Entre los 
servicios gratuitos que están enumerados en el articulado hay uno en particular que nos 
llama la atención, que es el de las ocho transferencias mensuales gratuitas, que pueden 
ser dentro del banco o en el conjunto del sistema. No he encontrado ningún justificativo 
para ese número en particular. No lo encontré en la exposición que hicieron los 
delegados del Ministerio de Economía y Finanzas en la sesión inaugural de las 
actuaciones de esta Comisión respecto a esta ley y tampoco lo encontré en nuestro 
trabajo con los funcionarios del Ministerio durante este tiempo. 


Por lo que tengo entendido, la idea del Ministerio de Economía y Finanzas es 
"Hagamos un cierto número de transferencias gratuitas, para estimular el mercado y, 
entonces, después sí que los bancos empiecen a cobrar y demás, porque vamos a tener 
un mercado muy desarrollado con un gran volumen de transferencias interbancarias". 


Para lograr tener una estimación de lo que podría tener este mercado y la relevancia 
del número 8, en el material que entregué les adjunté una serie de cuadros. El primero 
simplemente está extraído del reporte anual de estabilidad financiera del Banco Central, 
para que tengan una idea de la red física del sistema bancario. Ahí, en la columna del 
medio, tienen los clientes de depósitos de residentes. Allí van a ver que en el total del 
país, hoy por hoy, hay aproximadamente 1.8:000.000 de depósitos en el sistema 
bancario. Esto significa, aproximadamente, medio cliente bancario por habitante. Este es 
un poco el ratio aproximado de la realidad uruguaya en cuanto a penetración del sistema 
bancario. 


En la página siguiente, tienen un extracto del informe del Banco Central en cuanto al 
funcionamiento del sistema de pagos. Se trata del reporte informativo del sistema de 
pagos del primer semestre de 2013. En un cuadrito que está arriba, a la derecha, pueden 
ver que en enero-junio de 2013 se emitieron 7:300.000 cheques en el semestre, en 
Uruguay. Esto es, aproximadamente, un millón y medio de cheques por mes; es el 
promedio de cheques que se emite en el sistema. Si lo vemos con el número anterior de 
clientes con cuentas en el sistema bancario, tenemos un promedio que no llega a ser de 
un cheque por cliente, por mes. 
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En la página siguiente está el desarrollo de la cantidad de cheques, cuántos son en 
pesos y cuántos en dólares. El monto promedio por cheque es de $97.000 y de 
US$ 8.400 y, en la cuarta página del informe quise poner el volumen de transferencias 
electrónicas en el sistema bancario. 


Este es un mercado realmente nuevo en la realidad del sistema financiero uruguayo 
en los últimos años, que ha llevado muchos esfuerzos de convencimiento interno del 
sistema, de desarrollo del sistema y de inversión de sistemas dentro del sistema 
bancario, básicamente coordinados a través de la Bolsa Electrónica de Valores y, 
además, también un largo período de negociaciones con el Banco Central para delimitar 
responsabilidades y ámbitos de actuación dentro de lo que pudiera ser una cámara 
compensadora de bajo valor -digamos así- en la Bolsa Electrónica de Valores, compatible 
con las aspiraciones que tenía el Banco Central en materia de sistemas de pago en 
cuanto a centralización de cámara de compensación de operaciones de alto valor y cierta 
participación del Banco Central en lo que pudieran ser cámaras compensadoras de 
operaciones de bajo valor. 


Luego de un largo período, que implicó negociar con el Banco Central sobre qué 
puede hacer cada quién y de idas y venidas, y luego de negociaciones entre bancos - 
firmo el contrato, no lo firmo; ustedes saben cómo son estas cosas cuando hay que 
coordinar varias voluntades al mismo tiempo- finalmente, algunos bancos -todavía, no 
todos- han empezado a promover el uso de transferencias electrónicas entre bancos en 
la plaza financiera uruguaya. 


En la segunda página tienen una gráfica, la de más abajo que está en la segunda 
columna, que muestra que básicamente en el primer semestre de 2008 se habían 
transado transferencias por US$ 1:300.000 y en el primer semestre de 2013 ya vamos en 
US$ 4:200.00 de transferencias electrónicas al banco. Es decir que se trata de un 
mercado que ha crecido por tres en los últimos cinco años, en la medida en que cada vez 
más bancos empiezan a incentivar a sus clientes a realizar este tipo de operaciones. 


Ahora bien: hoy por hoy este es un mercado -no olviden que este es el mercado de 
las ocho transferencias gratuitas por mes, según la ley- de unas ciento sesenta mil 
operaciones por semestre, o sea, unas veinte mil operaciones por mes que, en relación al 
número de clientes que tiene el sistema significan más o menos 19 operaciones 
mensuales por cliente, y si hacemos diecinueve por diez a la menos tres tenemos 0,0019 
operaciones de transferencias por cliente. Este es el mercado que el Ministerio de 
Economía y Finanzas aspira que llegue a ocho por cliente, por mes. 


Digo esto para que vean una primera dimensión de lo que esto implica, en un 
mercado que en los últimos tres años se ha multiplicado por tres. En los números de la 
ley, hay que multiplicarlo bastante más que por tres: hay que multiplicarlo más o menos 
por cuatro mil. ¿Es posible eso? Bueno, veamos. 


¿Cuál es el natural sustituto de las transferencias? Los cheques. Las personas que 
hoy libran cheques dicen: "Señor Asti, aquí le mando fondos de mi cuenta a la suya, en 
vez de tener que estar haciéndole un cheque para que usted lo vaya a cobrar". Reitero: el 
cheque es el natural sustituto que pueda tener el crecimiento de este mercado. Pero 
como veíamos recién, hoy por hoy, el volumen de cheques es de uno por cliente por mes. 
Obviamente, este es el promedio del sistema; hay empresas que libran muchos cheques 
y clientes que no libran ninguno. En promedio, tenemos un cheque por cuenta por mes. 


Este número ocho implica ocho veces el volumen actual del mercado de cheques en 
Uruguay, con un agravante: estas transferencias son entre personas y los cheques son 
fundamentalmente entre agentes y, por lo general, en una de las dos partes hay una 
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empresa; porque o lo emite una a favor de otra o de un particular. Pero aquí estamos 
hablando de transacciones originadas en particulares, por lo cual el número es mucho 
menor. Obviamente, los cheques entre empresas o emitidos por empresas no están 
dentro de las características de esta cuenta de sueldos. O sea que lo que podría sustituir 
esto es una pequeña parte de lo que es hoy el mercado de cheques, con lo cual la 
relación de crecimiento no es de uno a ocho: es mucho mayor. 


Uno podría pensar que el problema es Uruguay. Entonces, en lugar de compararnos 
con Uruguay, vamos a compararnos con el mundo que, en definitiva, es lo que busca la 
ley: tener una mayor penetración. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera saber por qué excluye las transacciones de tarjetas de 
crédito, cuando el proyecto de ley tiende que se sustituyan muchas de esas 
transacciones por el uso de tarjetas de débito o instrumentos electrónicos. 


SEÑOR DE BRUN.- Acá estamos hablando de transferencias, una operación por la 
cual usted le da una orden al banco para que, desde su cuenta, transfiera fondos a la 
cuenta de otra persona. Eso es un mundo aparte de lo que son las operaciones con 
tarjeta de crédito, débito y demás. Por eso digo que el natural sustituto de esto es el 
cheque, más que una operación por tarjeta, que supongo que se seguirán haciendo y que 
continuarán creciendo, tanto las de débito como las de crédito. 


SEÑOR ASTI.- Veo que hemos centrado gran parte del análisis del proyecto en este 
número mágico de ocho transferencias a las cuales, según lo manifestado por el 
economista De Brun, va a ser imposible llegar. 


Si no se va a poder llegar a ese número no entiendo por qué centrar tanto la 
objeción en él. Más allá de que trate de explicarse por qué es ocho y no siete o cinco, no 
veo que sea tan importante para el desarrollo del sistema financiero que haya ocho 
transferencias libres a las cuales, según él, no se va a llegar. 


SEÑOR DE BRUN.- Precisamente, señor Diputado, porque si no se va a llegar a 
ese número estamos hablando de una gratuidad de un servicio que es oneroso: generar 
este sistema de transferencias implica elaborar sistemas, tener cámara compensadora, 
mantenimiento de ese sistema y contar con empleados que vigilen ese sistema, para un 
volumen por el cual el sistema jamás va a llegar a tener una operativa suficiente como 
para empezar a cobrar en algún momento y recuperar los costos. Básicamente, el 
argumento es ese. 


Además, no es que diga que vamos a llegar justos. Si lo desean, ahorro minutos a la 
Comisión en la comparación internacional, que son los siguientes cuadros -lo pueden ver 
por ustedes mismos- pero, en el que está abajo, en la página 451, Tabla 7C, dice "Uso de 
instrumentos de pago por no bancos. Número de transacciones por habitantes". En el 
rubro de "Transferencias de créditos", que es la primera categoría, en el promedio de 
países que recopila información el Comité de Pagos de Basilea -Basilea, además de 
tener un Comité de Bancos tiene también un Comité de Pagos, que supervisa y hace 
recomendaciones en materia de sistema de pagos- se observa que en una muestra de 
países, algunos en desarrollo, pero la mayor parte desarrollados, el número por año por 
habitante es de trece transferencias, o sea, poco más de una por mes por habitante, en 
países donde, además, el número de cuentas por habitante es más de uno. Decíamos 
que en Uruguay es media cuenta por habitante; en estos países tenemos una o más de 
una. 


En cuanto a las transferencias, son las empresas las que utilizan intensivamente 
este instrumento. Hay un aspecto adicional: en general, las operaciones de transferencias 
entre cuentas son por montos altos. Por ejemplo, en Brasil las transferencias son de 
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US$ 14.000 por operación contra débitos directos, automáticos, de US$ 4.000, en 
promedio, y cheques de US$ 1.500, en promedio. Es decir que, realmente, la gente que 
hace transferencias mueve mucho dinero; son las operaciones de mayor valor agregado. 
De todas maneras, estas no son, típicamente, las operaciones que hacen los excluidos 
del sistema financiero, por lo tanto, a nuestro entender, la gratuidad de las ocho 
transferencias no tiene ningún justificativo en términos de inclusión financiera. Lo único 
que hace es introducir costos al sistema para beneficiar a un segmento de población de 
ingresos medios y altos que normalmente pagaría por este tipo de servicios. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Piñeyrúa) 


——-=El hecho de ofrecer servicios en forma gratuita a quienes normalmente pagarían 
por ellos restaría capacidad de invertir recursos a quienes, precisamente, serían los 
candidatos naturales de este proyecto. Este es el origen de mi comentario. Reitero: es 
una extremada irracionalidad concentrar un servicio costoso para el sistema bancario en 
un segmento del mercado que, típicamente, va a ser utilizado por quienes tienen mayores 
niveles de ingresos y que estarían dispuestos a pagar por ellos. 


Nuestra propuesta es llevar ese número de ocho a un número razonable que, con la 
comparación internacional, no debería ser mucho mayor que uno o dos, o limitar esas 
transferencias gratuitas a transferencias dentro del Banco, de una cuenta a otra. Esto sí 
sería mucho menos costoso para la entidad porque, en definitiva, sería un movimiento 
dentro de la institución que no implicaría el montaje de un sistema de coordinación, 
mantenimiento, "clearing" y demás dentro del conjunto del sistema bancario. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Me parece interesante su exposición acerca de las 
transferencias. Efectivamente, hay que diferenciarlas de las transacciones que se hacen 
por tarjeta de crédito y de débito -estamos hablando de otra clase-, y de los cheques. 


Creo que en esta discusión sobre el número de transferencias a ser gratuito, lo 
relevante no es el promedio sino la mediana, es decir, dónde se concentra la cantidad de 
operaciones porque, en realidad, el número a indicar -imagino que debe existir- es el 
porcentaje de personas o de instituciones que realiza transferencias, cuál es el porcentaje 
mayor de esas transferencias; la cuenta no es el promedio porque este lo que hace es 
distribuir en toda la población. Creo que la razonabilidad, o no, del número de 
transferencias a ser gratuitas tiene que estar centrada en la discusión como indicador 
estadístico. 


Me gustaría saber si el economista De Brun tiene ese dato; de lo contrario, sería una 
cuestión a solicitar a los efectos de discutir la razonabilidad del número de transferencias. 


SEÑOR DE BRUN.- Lo que se recopila son estadísticas de promedio total de 
operaciones por lo que es el valor del promedio en comparación con lo que son las 
operaciones típicamente realizadas por personas. Uno tiende a pensar que, como el 
promedio de estas operaciones es mucho mayor que el promedio de movimientos por 
tarjetas de crédito, de débito, por cheques, y demás, estas operaciones las realizan 
sectores de ingresos medios y altos, y empresas. Básicamente, este producto no va a ser 
utilizado por sectores de bajos ingresos, o lo va a ser en muy pequeño grado. 


Hagamos un razonamiento introspectivo. Piense el señor Diputado Sánchez lo 
siguiente: de los pagos que realiza por mes en cuántos realmente necesitaría hacer una 
transferencia a entidades; excluya los débitos automáticos, que no están aquí. 

(Diálogos) 


SEÑOR POSADA.- Comparto la línea de razonamiento que hacía el economista De 
Brun. En realidad la única operativa que es asimilable, y que de alguna manera pretende 
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sustituir las transferencias electrónicas, es la del mercado de los cheques. Es allí donde 
se debe establecer la línea de razonamiento para tener idea, en definitiva, de cuánto 
debería ser -en la hipótesis que maneja el proyecto de ley- el límite razonable para este 
tipo de transferencias. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Básicamente, comparto que las transferencias no van a ser 
realizadas por aquellos que llamamos hoy excluidos del sistema. Lo que estoy diciendo 
es que en la población que hoy realiza transferencias, cuyo elemento de comparación son 
los cheques -no estoy hablando de la población que hoy no hace transferencias y que 
está excluida-, existe una alta dispersión. Es decir, hay empresas que emiten muchos 
cheques y empresas que emiten uno, una vez al año. Entonces, el indicador que 
deberíamos considerar para saber cuál es el número de transferencias gratuitas no es el 
promedio -por lo que presumo de la dispersión- sino la mediana, es decir, en dónde se 
concentra la mayor cantidad de casos, o sea, de la cantidad de personas que hoy emiten 
cheques, cuál es su frecuencia. A partir de allí podríamos discutir la razonabilidad, o no, 
de un número de transferencias gratuito. Esto no tiene que ver con la discusión de si, por 
tratarse de una población de ingresos medios o altos, las transferencias tienen que ser 
gratuitas, o no. La discusión es otra. El elemento que tomemos en cuenta a efectos de 
considerar un número no puede ser el promedio sino la mediana. Creo que esta es una 
estadística básica -es bastante sencilla; es de las cuentas más básicas que se hacen en 
una página de Excel- que se podría solicitar al Banco Central o al propio Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bernini) 


SEÑOR DE BRUN.- Precisamente, a lo que iba es que nuestro deseo, como sector 
financiero, es que algo que supuestamente es para beneficiar a excluidos del sistema no 
termine derivándose en un subsidio a usuarios intensivos del sistema bancario que 
pagarían por este servicio. 


Por ejemplo, mi señora es escribana. Como tal, de acuerdo con este proyecto de 
ley, podría tener una cuenta gratuita en el sistema. Por ser escribana, mueve muchas 
cuentas: recibe y transfiere muchos fondos. Entonces, la ley le permitiría a mi señora, 
escribana, hacer ocho transferencias de fondos gratuitas. Lo que hoy haría con cheques - 
le cuesta US$ 1 cada uno y los paga porque sus ingresos se lo permiten-, lo podría hacer 
gratis, de acuerdo con la futura ley. En cambio, el señor que vive en una propiedad 
horizontal, con ingresos medio bajos -aunque no tan bajos como para permitirle vivir allí-, 
cuyo único gasto que seguramente podría hacer mediante este mecanismo serían los 
gastos comunes del edificio donde vive, ¿cuántas transferencias mensuales va a utilizar 
de las ocho gratuitas? Una, quizás dos. Entonces, cuando decimos ocho transferencias 
gratuitas, ¿a quién beneficiamos? ¿A mi señora, escribana, o al señor que vive en una 
propiedad horizontal y que no tiene muchos más servicios ni tiene empleada? ¿De 
quiénes estamos hablando? ¿De sectores que pueden pagar a una empleada? ¿Son 
excluidos del sistema bancario las personas que hoy pueden pagar a una empleada? 
¿Están excluidas del sistema bancario las personas que por este mecanismo pueden 
hacer una transferencia al jardinero de su casa en el balneario? 


Lo que sostengo es que por este mecanismo estamos utilizando recursos del sector 
privado para transferirlos a personas que, por su ingreso y por su utilización habitual de 
los servicios bancarios, pagarían por ellos. Por lo tanto, esa masa de recursos que 
estamos pidiendo a los bancos para subsidiar a esta gente, se podrían concentrar en más 
servicios gratuitos y de mejor calidad para los excluidos. De esta manera sacaríamos de 
esta "película" a los que hoy, naturalmente, reciben servicios bancarios. Ese es, 
básicamente, nuestro argumento. 
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El siguiente punto tiene que ver con un artículo que ya hoy está generando 
problemas en el sistema bancario y, a partir de esta ley, nos va a generar muchos más. 
Me refiero a la inembargabilidad. No sé si a nivel de la Comisión hay una opinión al 
respecto en cuanto a cómo resolver el problema; nosotros no lo sabemos. 


Tal como está planteado el proyecto de ley, se genera la posibilidad de maniobra en 
la cual, en definitiva, el saldo de la cuenta nunca será embargable. No se establece un 
límite temporal, entonces, ¿qué es lo inembargable? ¿El sueldo del último mes o la 
acumulación de todos los sueldos? ¿Qué pasa cuando en una cuenta se reciben otros 
ingresos además del sueldo? ¿Aplicamos algún sistema contable para decir que el dinero 
que primero entra, primero sale, o que el último dinero que entra, primero sale, para 
determinar qué parte del saldo es sueldo y qué parte no? Realmente, esto es un 
problema. La única solución a una cuestión de este tipo que hoy vemos en el sistema es 
algo que, en principio, el Ministerio de Economía y Finanzas no ha favorecido que se 
produzca -tampoco estamos convencidos en los bancos de que sea la mejor solución, 
pero operativamente es la única-: que sea una cuenta aparte. Es decir que los bancos 
definan que la cuenta de sueldos solo puede tener como origen los sueldos y que para 
todos los demás orígenes de ingresos que quiera tener la persona tenga otra cuenta, que 
no será gratuita. Esa es la única solución que hoy vemos para este artículo. 


Agradeceríamos que de la discusión parlamentaria de este artículo salgan algunas 
pistas que, desde nuestro punto de vista, operativamente nos permitan discriminar - 
cuando estemos frente a una situación concreta de traba de embargo- qué cantidad 
corresponde a sueldo, cuánto se puede embargar y cuánto no. Hoy por hoy, para 
nosotros eso es una incógnita. 


También tenemos algún comentario fundamentalmente en cuanto a la posibilidad de 
desandar los débitos automáticos que establece el proyecto de ley. Compartimos la 
iniciativa. Nos parece una buena idea, pero tenemos, en esencia, un problema operativo: 
los plazos que la ley prevé, sobre todo para que el individuo pueda decir que no realicen 
el débito automático que previamente había autorizado. El artículo, tal como está hoy -si 
no me equivoco-, prevé que el individuo tiene la posibilidad de renunciar al débito 
automático hasta el cierre del día hábil anterior a la fecha en que es exigible el pago de la 
obligación. 


Quiero explicar a los miembros de la Comisión cómo funcionan habitualmente los 
débitos automáticos. Recordemos que en el caso del débito automático el dueño de la 
operación, el impulsor, es el beneficiario, no es el pagador. O sea, el banco recibe del 
beneficiario una lista en la que le establece: "Al día tal, debite de estas cuentas tales 
montos y me los acredita". Reitero: el dueño, el impulsor de la operación es el 
beneficiario; ya dejó de ser el pagador. El pagador dio una autorización previa y, en base 
a eso, el beneficiario le dice al banco: "Tome fondos de las cuentas de estas personas y 
me los da". Habitualmente, en el caso de organismos públicos, de empresa públicas, de 
Intendencias, etcétera, la operativa en los bancos es que, entre cuarenta y ocho y setenta 
y dos horas antes del vencimiento el organismo cobrador envía al banco un archivo 
electrónico donde está la lista de las personas a las cuales se les tiene que hacer el 
débito. Al cierre del día anterior a la operación, un minuto después del cierre, 
normalmente el banco ingresa en su sistema ese archivo y en forma automática se hacen 
los débitos y se acreditan en la cuenta del beneficiario, de tal manera que a la apertura 
del día siguiente a uno le quitaron los fondos y al beneficiario le pagaron 


Entonces, ¿cuál es el problema de la ley hoy? Que si una persona va cinco menos 
un minuto a un banco a decir "No quiero que mañana me debiten la luz", en realidad, 
hace cuarenta y ocho horas que la UTE envió al banco el nombre de esta persona 
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diciéndole "Debite al día siguiente". Esto implica un complejo proceso de insertarse en un 
mecanismo automático, sacar el nombre de la persona de la lista y evitar el débito 
automático. Esto no solo implica un costo sino que, además, es extremadamente 
riesgoso porque vulnera la integrabilidad del proceso de débito en forma automática, 
desde que se inicia hasta que culmina. 


Nuestra recomendación es que ese derecho del individuo sea hasta cuarenta y ocho 
o setenta y dos horas antes, de tal manera que el banco le pueda decir al organismo: 
"Fulano no quiere que le debiten de los fondos; sáquelo de la lista". Entonces, el banco 
ingresa al proceso sin problema. Esa es nuestra sugerencia respecto de este punto en 
particular. 


No quiero abusar de la Comisión con más tiempo. Estoy abierto a responder 
preguntas. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- La banca pública ha estado hoy aquí y ha puesto el acento - 
también lo han hecho otros actores- en la situación que se podría ocasionar en cuanto al 
derecho de los trabajadores de elegir dónde tener su cuenta nómina, si en una institución 
financiera o en una emisora de dinero electrónico. En este sentido, ha habido diversas 
visiones. Muchas veces se realiza por convenio entre el empleador y la banca. 


Me gustaría saber qué opinión tiene la Asociación de Bancos Privados del Uruguay 
sobre esta solución incluida en este proyecto de ley. 


SEÑOR DE BRUN.- Efectivamente, desde que empezamos nuestras 
conversaciones con el Ministerio de Economía y Finanzas sobre este tema, básicamente, 
las condiciones que pusimos los bancos, los elementos que nos parecía importante que 
fueran incluidos en el proyecto de ley eran la libertad de elección del trabajador en cuanto 
a sus cuentas -aún sabiendo que para los bancos no deja de ser un problema operativo- 
y la igualdad de condiciones entre todos quienes ofrecen crédito basado en la deducción 
de la nómina, es decir, estar en el mismo lugar a los efectos de cobrar sus créditos, algo 
que salió a medias en el proyecto de ley. Básicamente, a lo que aspirábamos era a que el 
Banco República, los bancos privados, las cooperativas y todos estuviéramos en el 
mismo numeral en cuanto al orden de deducción en materia de créditos. Este segundo 
aspecto quedó parcialmente contemplado en cuanto a que los bancos se los incluyó en la 
nómina de privilegio, pero en algunos escalones más abajo del Banco República. 


Con respecto a eso, compartimos que los trabajadores tengan derecho a elegir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, nos vamos a seguir comunicando. Este 
proyecto está siendo analizado con detenimiento y es muy importante la visión que los 
distintos actores, en este caso de la oferta, nos puedan dar al respecto. 


Muchas gracias por su visita. 
(Se retira de Sala el economista Julio de Brun) 
—— Tengo una lista de instituciones que se sugirió fueran recibidas por la Comisión 


Por un problema de economía y de eficiencia en el trabajo, habíamos establecido el 
criterio de tratar de no repetir actores que, de una u otra manera, están representados en 
distintas instituciones gremiales porque, de lo contrario, sistemáticamente estaríamos 
recibiendo delegaciones que repetirían una y otra vez los mismos fundamentos sobre los 
mismos temas 


En ese sentido, nos falta recibir una serie de delegaciones, muchas de las cuales 
tienen que ver con el mundo cooperativo. 
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Por ejemplo, tenemos a la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo y a 
la Cooperativa Magisterial pero, a su vez, en Cudecoop participaron representantes de 
las cooperativas de consumo. Recuerdo particularmente al doctor Gerardo Montes, quien 
hizo un largo desarrollo, y nos entregaron los documentos con la posición de la 
Federación de las Cooperativas de Consumo y de las Cooperativas de Consumo en 
general y, en este caso, hasta con los trabajadores, porque el sindicato acompañó esa 
posición. 

Por un lado, tenemos a Maldonado Cooperativo, a Cooperativa Magisterial y a la 
Federación Uruguaya de Cooperativas, que podemos solicitar que concurran juntas para 
economizar tiempo y que puedan desarrollar el tema. 


Por otro lado, nos faltaría Inacoop, la Asociación de Bancarios del Uruguay, la DGl y 
la OPP. En este caso, lo de la OPP surge de una moción presentada por las señoras 
legisladoras Caballero y Piñeyrúa, y los Diputados José Carlos Cardoso y Posada. 


Quisiera saber si es realmente necesario convocar a la OPP, porque no creo que 
tenga mucho que ver con el proyecto en cuestión. Entiendo convocar a la DGI en la 
medida en que tiene directa implicancia con respecto a la devolución del IVA y a lo que 
pueda ser el impacto en la renuncia fiscal, etcétera. 


SEÑOR ABDALA.- La inclusión del llamado a la OPP obedece a un listado que 
presentó el Partido Nacional de instituciones que entendíamos que podrían llegar a 
aportar algún elemento útil al respecto. Creo que la duda razonable que plantea en todo 
caso no nos la vamos a quitar hasta tanto no venga la OPP y podamos conversar con 
ellos. 


La OPP está encargada de temas presupuestales, pero también de temas de 
planeamiento y el concepto de planeamiento es amplio. Me parece que, en aras de la 
cortesía, que es habitual, si hay un sector político que entiende que hay una larga lista de 
instituciones, la mayoría de las cuales todos hacemos acuerdo en que sean convocadas, 
y eventualmente tenemos dudas en una, no costaría nada acceder a lo solicitado y que 
se la reciba en algún momento, concomitantemente con la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- A partir de lo que plantea el señor Diputado Abdala creo que, 
en el uso bidireccional de la cortesía parlamentaria, podemos establecer invitar a la OPP 
en el caso de que esta oficina entienda que tiene algo para aportar. O sea, que la 
Comisión invite a la OPP a participar, y si entiende que dentro de sus cometidos tiene 
algo para decir sobre el proyecto y pueda aportar a la Comisión, que lo haga, de lo 
contrario no. 


SEÑOR ABDALA.- Estamos de acuerdo, pero obviamente tampoco podemos hacer 
futurología. Invitemos a la OPP y después estemos a la resultancia de autos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, sugiero que para la próxima sesión, es decir, el 
martes 11 de diciembre, invitemos a la DGl, a la OPP, a Inacoop y a AEBU. 


Además, propongo que podamos extender el trabajo de la Comisión un poco más. 
Invitemos a todo el mundo cooperativo que nos queda, que son Maldonado Cooperativo, 
Cooperativa Magisterial y FUCC para que concurran juntos y compartan el tiempo. 


Nos estaría quedando recibir a una organización llamada Garantía y Confianza S.A., 
que todavía no sabemos a qué responde. Después tenemos a la Administradora de 
Propiedades de Inmuebles, a la Cámara de Entidades del Sistema Financiero, y a 
Microfin, que es una institución que forma parte de la CAF y del BID, que se dedica al 
tema de las microfinanzas. Nuestro planteo sería tratar de concentrar y terminar con los 
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invitados entre el miércoles 11 y el jueves 12. Por lo tanto, proponemos recibir a este lote 
de organizaciones el jueves 12. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Quizás podría llegar a ser interesante que cuando concurra 
AEBU lo haga conjuntamente con el PIT-CNT; me parece que es importante porque 
estamos discutiendo un tema de los trabajadores. 


SEÑOR ASTI.- Con respecto a la institución que solicitó una entrevista y no 
sabemos cuál es su objetivo, mociono encomendar a la Mesa que hable previamente 
para ver cuál es su interés y si ya no ha sido representada por algún otro colectivo. 


Creo que el señor Presidente también habló de inmobiliarias. Supongo que vendrán 
a referirse a dos artículos, al del pago de arrendamientos y a la compraventa de 
inmuebles. Los podemos invitar, pero también con tiempo acotado porque esperemos 
que no tengan que hablar sobre todo e proyecto de ley sino sobre esos dos artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero la propuesta concreta: invitar para el próximo 
miércoles 11 a la DGl, a la OPP, a AEBU conjuntamente con el PIT-CNT, al Inacoop, a la 
Cooperativas Magisterial, FUCC y Maldonado Cooperativo juntas. 


(Apoyados) 


——-Al día siguiente, jueves 12 de diciembre, a la hora 10 estaríamos convocando a 
Adapi, Cesfur -que es la Cámara de Entidades Financieras-, Microfin -que es Micro 
Finanzas-, y vamos a hablar con Garantía y Confianza S.A. 


SEÑOR POSADA.- Venía siguiendo su planteamiento y no tengo ninguna objeción. 
En todo caso, quería plantear que entre las delegaciones incluyéramos a CPA Ferrer, 
porque nos interesa la visión de quienes asesoraron al sistema cooperativo. Pienso que, 
más allá de los comentarios que tenemos por escrito, sería importante tener una instancia 
en la cual se nos dé una cabal información sobre los impactos que tiene este proyecto de 
ley en los asesorados por esta empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tomando en cuenta el planteo del señor 
Diputado Posada, propongo invitar a CPA Ferrer para el día jueves 12, ya que ese día 
vamos a ocupar menor tiempo por delegación, porque son temas muy puntuales. 


(Apoyados) 
———No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 
(Es la hora 14 y 10) 


